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Prólogo 


En la primavera del año 1977, el Instituto Ale- 
mán de Madrid programó un Curso Especial para 
juristas. El fin de este curso era facilitar a juristas 
españoles la lectura de textos jurídicos alemanes 
de todas clases. No era necesario para este fin un 
dominio activo del idioma. Lo importante, sin 
embargo, era investigar sobre las estructuras del 
alemán escrito y poner de relieve las característi- 
cas de los textos jurídicos alemanes. 

El único control del éxito para el profesor de 
un curso de lectura es la traducción de los textos a 
la lengua materna del alumno, que el profesor, por 
supuesto, tiene que dominar. Así, nuestro curso de 
lectura se convirtió, poco a poco, en un curso de 
traducción. 

Después de haber leído, analizado y traducido va- 
rios textos legales y científicos del Derecho alemán 
contemporáneo, trabajos legislativos preparatorios, 
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sentencias penales y civiles, uno de los alumnos 
aportó un estudio de Georg Jellinek con el título 
«Uber Staatsfragmente», publicado en el año 1896. 
Todos nosotros, participantes y profesor del cur- 
so, quedamos inmediatamente fascinados del con- 
tenido de este opúsculo de 58 páginas. ¿Podría 
ser éste una posible respuesta a los múltiples pro- 
blemas autonómicos de España, en lo que a Derecho 
Público se refiere? 

La euforia del 15 de junio de 1977 y las posibi- 
lidades que conllevaba la instauración de la demo- 
cracia, reforzó el deseo en un núcleo reducido del 
curso de traducir el artículo de Jellinek y de publi- 
carlo, ya que este texto del gran especialista ale- 
mán de Derecho Público de finales de siglo conti- 
núa siendo hoy una de las más profundas investiga- 
ciones sobre el fraccionamiento de configuraciones 
estatales modernas. Y formula al mismo tiempo un 
método científico para la consolidación de las for- 
mas políticas y territoriales fraccionadas a fin de 
incorporarlas a una estructura estatal que las inte- 
gre sin menoscabo de sus justificadas reivindicacio- 
nes autonómicas. 

El trabajo de traducción era duro y se prolongó 
desde septiembre de 1977 hasta marzo de 1978. El 
estilo de Jellinek —+típico estilo de cancillería de fi- 
nales del siglo xIx— no era fácil de traducir a un 
castellano moderno. Hubo que superar a menudo 
problemas de terminología a través de largas in- 
vestigaciones lexicológicas, etc. 

Sin embargo, nació una traducción, realizada 
por dos juristas españoles y un lingiiista alemán, 
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una de las pocas llevadas a cabo en este campo en 
España. A nuestro juicio, el hecho de que sea la 
obra de un grupo interdisciplinario de traductores, 
capaz de unir los conocimientos lingiísticos con los 
científicos, hará de mayor utilidad esta obra fun- 
damental de la moderna Teoría del Estado al públi- 
co español especializado. 


Madrid, marzo 1978. 


Michel Forster 
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Introducción 


I. LA ACTUALIDAD DE UN CLÁSICO 


Cuando, en 1909, el ilustre Pablo Vinogradoff 
inició sus famosas lecciones en torno al Derecho 
Romano en la Edad Media, advertía a sus lectores 
que_iba a narrarles una historia de espectros, pues 
no era otra cosa la reiterada presencia del derecho 
quiritario muchos siglos después de la desaparición 
de la colectividad que lo creara. Ahora, al exponer a 
lectores de fines del siglo XX las disquisiciones de 
Georg Jellinek en torno a figuras tan remotas 
como el propio Rómulo Augástulo —Gran Princi- 
pado de Finlandia, Reino de Croacia-Dalmacia, Co- 
rona de San Esteban— , no encuentro mejor adver- 
tencia que la de prepararles a escuchar un cuento 
de hadas. 

En efecto, de hadas parece un relato donde se 
manejan denominaciones como las mencionadas y 
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relaciones jurídicas boy en apariencia tan evocado- 
ras y obsoletas como las de protectorado, vasallaje 
o la «unio realis ineculi iure». Sin embargo, las 
ciencias del hombre nos han enseñado el valor ber- 
menéutico de toda arqueología y, muy especial- 
mente, el significado e importancia de los cuentos 
de hadas '. Es mediante estas narraciones como el 
niño accede al mundo de los valores objetivos y, en 
sus prototipos, el adulto puede reconocer, con más 
nitidez aún que en la tragedia clásica, las articula- 
ciones fundamentales de su existencia. 

Por ello, porque los cuentos de hadas ban sido y 
son paideia insustituible de la racionalidad, me 
aventuro a ofrecer a los españoles de 1978 un texto 
arcaico y arcaizante donde, sin embargo, sospecho 
que pueden hallarse respuesta a cuestiones de la 
más candente actualidad. 

Su autor, Georg Jellinek (1851-1911), es o de- 
biera ser bien conocido de los juristas españoles a 
través de su magna Teoría General del Estado ?, 
calificada por el mismo como «resultado sistemá- 
tico de su vida científica», y de doctrinas en las 
que han bebido generaciones de estudiosos, ya sea 
la de la autolimitación del Estado, ya la del dere- 
cho público subjetivo. En comparación con estas 


* Cfr. Bruno BErTELUEIM, The use, of enchantement. The 
meaning and importance of Feary Teles, 1975. 
2? Allgemeine Staatslebre, Heidelberg, 1900 (traducción es 
pa añola de la 2.* edición. Heidelberg, 1905, Buenos Aires, 1973). 
referencias a ya obra se harán sobre esta edición. Las demás 
citas de Jellinek no localizadas corresponden a la obra cuya 
versión española de publi a continuación. 
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piedras fundamentales de una construcción clási- 
ca, levantada por Jellinek en Leipzig y Viena como 
estudiante, en Viena y Heidelberg como docente, la 
obrita cuya traducción se publica aquí parece de 
menor importancia”. Según es bien sabido, el au- 
tor planeaba, junto a su Teoría General, una Teo- 
ría Especial del Estado, solamente publicada de 
modo fragmentario*. Ambas partes de este dipti- 
co se construían a partir de la exégesis de los fenó- 
menos positivos, esto es, de la realidad estatal 
objeto de observación, a la vez que sus resultados 
servían para iluminar los aspectos concretos de 
dicha realidad, dando lugar, de esta manera, a nu- 
merosos fragmentos de lo que, con Jellinek, cabría 
denominar una Teoría Individual de cada Estado”. 

El trabajo que ahora ve la luz puede considerarse 
preparatorio respecto de la Teoría General y, en 
efecto, ésta recoge los resultados globales de los 
minuciosos análisis de casos concretos que. permiten 
acuñar la categoría de «Fragmento de Estadow*. 
Pero, a su vez, es dicha categoría la que permitió 
a Jellinek interpretar algunos aspectos de la vida 
política de su época y, muy concretamente, ilumi- 
nar la realidad de aquellos Estados particulares a 
los que dedico especial atención, por ejemplo, Hun- 


? Para los datos biográficos, cfr. Camila Jellinek en Georg 
Jellinek, Ausgewáblte Schrifften und Redem, Berlín, 1911 
(ed. Scientia, Aallen, 1970), págs. 7* y ss. La comparación con 
una construcción clásica procede de Max WebnEz (Ib., pág. 84*). 

* Ausgewáblte..., XI, págs. 89 y ss., 153 y ss. 

* V, gr. Ibidem, 11, págs. 361 y ss.; 376 y ss.; 384 y 8s.; 
431 y ss.; Cfr. Teoría General, pág. 8. 

* Teoría General del Estado, págs. 489 y ss. 
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gría?. Se trata, pues, de un estudio deve en la re- 
construcción de la obra de Jellinek, tal como él 
mismo la concibió y desarrolló, y no es casual que 
su elaboración, en el apogeo de la vida del autor 
(1896), fuera considerada por éste como una de 
sus más difíciles tareas *. 

Sin embargo, su enfadosa erudición, su apego a 
situaciones jurídico políticas que habían de ser ba- 
rridas por la primera guerra mundial apenas veinte 
años después, y el hecho de que sus conclusiones 
generales pasaran a la más difundida de las obras 
de Jellinek, la Teoría General del Estado, han he- 
cho que este opúsculo no haya sido nunca reedi- 
tado en alemán, y menos aún traducido a lenguas 
extranjeras, que hoy resulte totalmente inasequi- 
ble y prácticamente desconocido, e incluso no fi- 
gure en las más autorizadas bibliografías de tan 
importante publicista. 

Su traducción y edición en español, ochenta años 
después de su primera y única aparición como bho- 
menaje en el cumpleaños del Gran Duque de Ba- 
den?, no responde a un mero interés anticuario. 
Se trata, antes bien, de exhumar algo de grande 
actualidad, tanto por las fórmulas allí analizadas 
y por las tesis alli defendidas, como por el método 
seguido en su elaboración. Este último debiera 
tascinar al jurista atento al principal de los fenó- 


* Ausgewáblte..., 11, págs. 453 y ss.; 456 y ss. Sobre el es- 
pecial interés por Hungría, cfr. la referencia de Camila JELLI- 
NEK, I, pág. 108*. En cuanto al método, las líneas que enca- 
bezan este trabajo, cap. 1. 

* Ibidem, pág. 105*. 

> Ibidem, pág. 104*. 
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menos del derecho, el propio Estado. Aquéllas po- 
drían apasionar, también, a los políticos capaces 
de introducir en sus planteamientos dosis fecundas 
de rigor conceptual y audacia imaginativa. Conozco 
demasiados ejemplares de una y otra especie para 
bacerme ilusiones sobre ambas posibilidades. 


II. Los Tipos: EVOLUCIÓN E INDIVIDUALIDAD 


En las historias del método de la Teoría del Es- 
tado y, más frecuentemente, en los resúmenes 
escolares de dichas bistorias, Jellinek pasa por ser 
cualificado exponente de la dogmática positivis- 
ta". Sin duda, su máximo legado conceptual ha 
sido la configuración del Estado de Derecho como 
objeto material de una Teoría que, años después, 
Hans Kelsen, tras proclamar su débito con Jelli- 
nek, había de declarar única teoría posible del 
Estado ". Sin duda, también nuestro autor coinci- 
de con Laband a la bora de propugnar el «modus 
iuris» como único método idóneo para conocer la 
faz jurídica del fenómeno estatal *?. Por ello, hoy 
día abundan quienes consideran metodológicamen- 
te superado a Jellinek en virtud de un positivismo, 
supuestamente radical, que diluye el Estado y el 
Derecho en ácido sociológico y, olvidando todo de- 


Ds TN Introducción al Derecho Político actual, 1943, pá- 
gina 51. 

"Allgemeine Staatslebre, 1925, prólogo, pág. V. 

" Teoría General del Estado, págs. 37-38. 


recho —palabra de Leviatan y único factor de ra- 
-cionalidad en él— pasa a considerar lo que hay 
detrás, sean conductas, grupos, intereses, sistemas 
—esto es, las entrañas, a menudo sangrantes, del 
propio Leviatan—. 

Ahora bien, un verdadero positivista no puede 
detenerse en el padre Comte de quien, a través 
de Durkbeim, deriva Talcott Parsons y su «estruc- 
tura de la acción social». Más bien ha de remontar- 
se al abuelo Hegel, de quien desciende el propio 
Comte al sociologizar, como espíritu humano, la 
idea hegeliana del espíritu objetivo. Pero, es claro 
que, desde Hegel, deberíamos saber que las estruc- 
turas éticas, como el Derecho o el Estado, son rea- 
lidades objetivas, dignas, por tanto, de ser con- 
templadas por un radical positivista. —¿Acaso el 
gramático es menos «positivo» que el psicólogo 
del lenguaje?>—. Así lo hicieron los posthegelia- 
nos constructores de la Teoría General del Estado, 
y entre ellos Jellinek ". ¿Cómo se acercó este autor 
al objeto de su investigación? ¿Cuál fue su método? 

Jellinek es contemporáneo de la segunda gene- 
ración del bistoricismo alemán. A la hora de su 
nacimiento, afirma Dilthey, «había llegado a su 
mayor altura el gran movimiento en que fue lo- 
grada la constitución definitiva de la ciencia histó- 
rica y, merced a ello, de las ciencias morales en 


" Cfr. ConDE, «El giro positivista en la mentalidad política 
moderna: De Comte a los conceptos actuales de sistema social 
y sistema político» (1967), en Escritos y Fragmentos Políti- 
cos, 1974, II, págs. 227 y ss. 
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general» “. Esta gran hazaña intelectual es, emi- 
nentemente, alemana, y Jellinek, a lo largo de toda 
su vida, aparece sumergido en tan vertiginosa co- 
rriente. Hombre de carácter firme, pero no fuerte, 
propenso a la identificación con los modelos a 
quienes admira era, al decir de su compañera, 
«filólogo con los filólogos, historiador con los histo- 
riadores y teólogo con los teólogos» '*. El mundo 
en el que vivió se prestaba a esta embriagadora 
inmersión historicista. El propio Diltbey, en el pa- 
saje mencionado, había de afirmar «la ciencia bis- 
tórica ha partido de Alemania..., y yo gocé la in- 
estimable dicha de vivir y estudiar aquí en aquel 
período». 

En efecto, Jellinek, contemporáneo de la orien- 
tación de la historiografía germánica hacia el estu- 
dio de las instituciones, coetáneo de Waitx, de 
Gierke, de Droysen, de Schmóller y de Lamprecht, 
estudia en Viena Derecho Romano con Unger y 
Arndts, Historia del Derecho Alemán con Siegel, 
y Economía Política con Lorenz von Stein y, en 
Leipzig, metafísica con Abrens; es compañero de 
Windelband; vibra con la lectura de Ranke, pa- 
triarca viviente, y con las conferencias del primer 
Treitschke, traba amistad con Burkbardt y el gran- 
de filólogo Rhode; cuando le presentan en Viena 
al viejo Mommsen, su emoción es tan grande que 
pierde momentáneamente el habla, y los últimos 
decenios de su vida forma parte en Heidelberg del 


E Ea a las ciencias del espíritu (edición Imaz), 
página XV 
$ A A loc. cit., pág. 88*. 
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círculo académico «Eranos», al que concurren, en- 
tre otros, el mencionado Windelband, Max y Alfred 
Weber y el teólogo Tróltsch *. En este ambiente 
no es de extrañar que Jellinek fuera «fiel al pasa- 
do» ", al menos en dos sentidos. Por una parte, 
tal como lo fue, en la génesis del bistoricismo, su 
compatriota ]. Mósser*, es decir, poltticamente 
vinculado a la «razón local», nada ajena a sus pre- 
ocupaciones por la abigarrada situación ¡jurídico- 
pública de la Europa central y oriental en la se- 
gunda mitad del siglo XIX. Por otro lado, en el 
sentido en que lo fue su contemporáneo Dilthey, 
fiel al pasado «como forma de edad» *. 

Para Diltbey, lo que el hombre es incluye su 
pasado, de manera que historia significa perma- 
nencia del pasado, venir de ese pasado cuya inter- 
pretación explica el presemte. La bistoria será 
pues, dice Ortega ” comentando a Dilthey, recons- 
trucción que la vida humana hace de sí misma. 
Tal es, precisamente, el planteamiento de Jellinek, 
cuyo conocimiento directo de Diltbey es más que 
dudoso, cuando afirma: «para comprender cientí- 
ficamente una institución es un supuesto necesario 
tener conocimiento de la historia de la misma..., 
que nos enseña... sus formas vivas, su crecimiento 
y su desaparición» ". Jellinek no pretende hacer 


“1“ Referencias ibidem, págs. 12*-13*, 15*-13*, 130%; el epi- 
sodio de Mommsen en la pág. 96*. 

"Y Ibidem, pág. 27*. 

* Cfr. BRANASIER, Justus Móser, 1933. 

" Cfr. Imaz, El pensamiento de Diltbey, 1946. 

” Diltbey y la idea de la vida, O. C. VI, pág. 198. 

= Teoría General del Estado, pág. 31. 
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bistoria, sino Teoría del Estado y, más aún, teoría 
jurídica del mismo, cuyos límites «nacen precisa- 
mente de su fin, que consiste en alcanzar la posibi- 
lidad de juzgar jurídicamente la vida real». Por 
ello, «todas las construcciones que no son capaces 
de conseguir de algún modo este fin práctico care- 
cen de valor científico» y, necesariamente, «la dog- 
mática del Derecho Político está esencialmente 
orientada bacia lo actual» %. Abora bien, para el 
conocimiento de esta actualidad es sólo necesario 
y suficiente la comprensión de la evolución institu- 
cional; lo que Diltbey bubiera calificado de «inter- 
pretación». 

Ciertamente que, como ba señalado Meinec- 
ke ?, el bistoricismo implica, pero no se reduce al 
evolucionismo. La conciencia histórica supone, ade- 
más. identificar, mediante otras categorías, al su- 
ieto de esta evolución y, sin duda, la primera de 
ellas es la de individuo. También en esto Jellinek 
es fiel a su mundo intelectual y hace de la irrup- 
ción de los individuos —asiempre distintos, en 
cada uno de los cuales bay algo propio, peculiar 
que no se repite en ningún otro»—* la piedra de 
toque para la distinción fundamental entre ciencias 
sociales y ciencias naturales que habían sentado 
definitivamente Rickert y su compañeró y amigo 
Windelband *. Pero la Escuela Histórica cuyo am- 


R Ibidem, pág. 34. 

5 Entstebung des bistorismus, 1936. 

* Teoría General del Estado, pág. 21. 

5 RicxeRT, Kulturwissenschaft und Naturwissenschaft, 1898, 
y WINDELBAND, Geschichte und Naturwissenschaft. 
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biente respira Jellinek, a la vez que se posesiona 
de los hechos individuales, corre el riesgo de per- 
derse en ellos, como frecuentemente ocurrió en la 
primera de sus generaciones, la exclusivamente fi- 
lológica. La ciencia —señala Ortega— es teoría y 
ésta consiste en una famosa guerra contra los he- 
chos, en un esfuerzo por lograr que los hechos dejen 
de ser simplemente tales”. Para conseguirlo, la 
Ciencia Histórica hubo de reducir toda esta vasta 
empiria a ciertos elementos comunes e, incluso, su 
pretendida crítica trascendental ensayó reducirlos a 
elementos últimos. Para el modesto y riguroso 
Jellinek, la aporía entre la necesaria generalidad 
del conocimiento y el particularismo de los indi- 
viduos se resolvió por medio del «tipo». El teórico 
del Estado, por tanto, ba de «buscar los elemen- 
tos típicos en los fenómenos del Estado y las rela- 
ciones en que se encuentran» para construir tipos 
«mediante la comparación de los fenómenos» y «la 
extracción de las notas comunes que se ofrecen en 
una gran variedad de casos particulares»? 

Á primera vista, los «tipos empíricos» así cons- 
truidos en nada se diferencian de los «tipos idea- 
les» que tan populares hiciera Max Weber”. Sin 


2% Prólogo a DrLTAEY, Introducción a las ciencias del espt- 
ritu, O, C., VII, pág. 67. 

7” Teoría General del Estado, págs. 27 y 29. 

M Cfr. WesErR en Archiv fir ido cerchaft und Sozial 
politik, XIX, 1904. Recogido en Gesammelte Aussátze fúr 
Wissenschaftlebre. Para Jellinek, el tipo ideal es el arquetipo 
construido por una ideología, v. gr., el Derecho natural racio- 
nalista (Teoría General, pág. 26), concepción que pasa a Schmitt. 
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>»mbargo, aparte de la circunstancia de que la for- 
mulación de Jellinek es anterior, lo que interesa 
Jestacar aquí es que los «tipos» aplicados al mundo 
turídico engarzan directamente con la jurispruden- 
cia de conceptos. Un magnífico ejemplo de ello es, 
como reconociera años después Triepel en un fa- 
moso discurso rectoral, el concepto de «fragmento 
de Estado». En efecto, Jellinek acuña los conceptos 
típicos siguiendo fielmente las reglas propias de la 
jurisprudencia superior, tal como las formulara 
Ihering 9. Parte, en primer lugar, del derecho po- 
sitivo, esto es, de las realidades estatales entonces 
existentes; en segundo término, elimina mediante 
la unidad sistemática toda contradicción, y este es 
precisamente su mayor argumento a la bora de re- 
batir las tesis adversas, puesto que, como buen con- 
ceptualista, considera que la construcción no es le- 
gítima ni verdadera sino cuando es plenamente 
coherente. Por último, domina la preocupación de 
obtener una sencillez máxima, «en este punto —bha- 
bía dicho Ihering— la suprema regla del arte». 
Abora bien, ¿en qué se diferencian los conceptos 
así acuñados de aquellos otros propios del pan- 
dectismo, y que Pablo Laband había traspuesto al 
derecho público? Los conceptos formulados por Je- 
llinek iluminan en la práctica muchos de los princi- 
pios metodológicos sentados en la Teoría General, 
y cuyo resultado es henchir los conceptos de bisto- 
ricismo basta forjar verdaderas «categorías bis- 


» Geist des Rómischen Recht, 1852, 11, 1, pág. 357. 
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tóricas», esto es, conceptos perfectamente válidos 
para la dogmática, pero mucho más elásticos que 
sus predecesores, capaces de posibilitar en el campo 
político el «proceso vital del derecho», ya entrevisto 
por Savigny. 

Porque, en efecto, los tipos empíricos que Je- 
llinek maneja en su Teoría Jurídica del Estado, e 
incluso propone para la dogmática son fruto de 
una dimensión comparatista: «... deben estudiarse 
junto al Estado particular las instituciones de los 
Estados en general... sólo de esta manera puede 
comprenderse el Estado concreto en sus diferen- 
cias irreductibles» Y. Son, además, genéticos, como 
a un bistoricista corresponde, porque «no sólo es 
su objetivo establecer claridad y unidad en la va- 
riedad, sino, además, comprender en sus fundamen- 
tos el fenómeno particular y darle un lugar en el 
orden total del proceso social» *. Son, en fin, plás- 
ticos, puesto que el tipo se propone como mudable, 
e incluso caducable, y en esto, en saberse historia, 
consiste el cénit de la conciencia histórica del pen- 
sador. 

La monografía sobre los «Fragmentos del Es- 
tado» es un bello ejemplo de cómo estos principios 
se aplican, Jellinek creó un nuevo concepto típico 
—el de país—, dando cuenta, a la vez, de una plu- 
ralidad de situaciones reales —colonias autónomas, 
territorios coloniales, autonomías que, sin llegar a 
estructuras federales, «no pueden ser comprendidas 


% Teoría General del Estado, págs. 24-25. 
* Ibidem, pág. 30. 
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tomando como tipo el Estado unitarioD— *. Llevó, 
por tanto, a cabo una innovación conceptual que 
favorece la coherencia del sistema, y en ello con- 
siste la magna diferencia entre este conceptualismo 
superior y los excesos a que había llegado el iróni- 
camente denominado método de inversión. Frente 
a una supuesta insuficiencia de las categorías y la 
consiguiente limitación de los conceptos que pro- 
pugnara todavía Laband *, Jellinek califica de «le- 
cho de Procusto» a las categorías vigentes en las 
cuales se pretende encajar, forzándolos, nuevos as- 
pectos de la realidad política (cap. 11). Frente a este 
método, infiel a los bechos, Jellinek propone la 
creación de nuevas categorías, y en ello consiste una 
innovación fundamental en la jurisprudencia de 
conceptos que permitirá engarzarla, sin solución de 
continuidad, con autores procedentes de la Escuela 
de Tubinga *. La primacía conceptual se garanti- 
za, así, creando nuevos y elásticos conceptos. 

Para ello atendió al material positivo que le pro- 
porcionaba una amplia investigación comparatis- 
ta, suficientemente prudente, en todo caso, para no 
desbordar un denominador común, fuera del cual 
sólo caben las banales generalizaciones. Incorporó 
la génesis bistórico-jurídica de las situaciones que 
se trataba de explicar. Por último, llevó a cabo la 
construcción jurídica del concepto, explicando los 
tales «fragmentos de Estado» como la recíproca des- 
vinculación de los elementos estatales. 


* Ibidem, pág. 490. 
» Staatsrecht des deutschen Reich, prólogo a la 1.* ed. 1876. 
$“ Cfr. TRIEPEL, Stadtsrecht und Politik, 1927. 
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TIT. AuronoMÍAS CON NOMBRE 


Jellinek elabora el trabajo aquí reproducido 
cuando se supone que ba llegado a su apogeo, tras 
la ruina del Antiguo Régimen, el sistema de los Es- 
tados: no bay territorio ni población fuera de la 
competencia de un Estado, y éstos son los únicos 
sujetos de la vida internacional. Los Estados cons- 
tituyen, pues, cuerpos enterizos y recíprocamente 
impenetrables que se relacionan unos con otros des- 
de la plenitud de su potestad. Por ello, los elemen- 
tos del Estado, territorio, población y poder, dis- 
locados un siglo antes a través de lo que Max 
Weber denominara un «caos de privilegios», re- 
saltan abora con plena nitidez. «La unidad jurídica 
de cada uno de los elementos particulares del Es- 
tado —afirma Jellinek— se acusa hoy de un modo 
mucho más claro que antes. El concepto de ciu- 
dadano de un Estado ba alcanzado, por primera vez, 
su madurez completa con la caída de la organiza- 
ción feudal y estamental; la unidad del territorio, 
la centralización de la administración y la de la 
justicia en última instancia, no se han desarrollado 
con todas sus consecuencias hasta la Revolución 
Francesa. Hoy el Estado se nos aparece fundamen- 
talmente como dotado de unidad territorial, unidad 
de pueblo y unidad de poder» *. 

Abora bien, el sistema de Estados que funciona 
plenamente en el plano internacional no deja de 
ser, en el plano interno, un espejismo heredado 


Teoría General del Estado, pág. 491. 
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de la experiencia napoleónica, y que es realidad, 
tan sólo, en algunas áreas de la Europa occidental. 
En la Europa central y oriental subsistian situa- 
ciones procedentes del Antiguo Régimen que, en 
algunos casos, se revisten de fórmulas federales, 
pero que, la mayoría de las veces, no encajan en las 
categorías jurídicas formuladas para dar cuenta 
del Estado postnapoleónico. En la Gran Bretaña, 
las instituciones tradicionales, como la Corona y el 
Parlamento, excluyen el mismo concepto de Estado 
y bacen difícilmente aplicable su Teoría. Por últi- 
mo, en la misma época, el apogeo colonial de las 
potencias europeas desborda el poder del Estado so- 
bre sus límites territoriales y personales. Cuando el 
racionalismo francés pretendió hacer coincidir todos 
estos elementos a través de una ficticia asimilación, 
surge una configuración totalmente ajena al tipo de 
Estado unitario construido por la doctrina, sin que 
los modelos federales pasen de ser, a estos efectos, 
meras utopías. 

Ánte esta situación, la genialidad de Jellinek 
consistió en adaptar la doctrina a la realidad, para, 
fortaleciendo la teoría, dar mejor cuenta de los 
bechos. Frente a la tesis dominante, según la cual 
el Estado es un cuerpo sólido y enterizo, nuestro 
autor parte de distinguir cuidadosamente sus ele- 
mentos —territorio, población y poder—* y admi- 
tir la posibilidad lógica de su desvinculación. Los 
elementos estatales así desvinculados son los «frag- 
mentos de Estado», ya sea un territorio sin pobla- 
ción ni gobierno propio, ya una población y un 
territorio sin gobierno, ya un gobierno estatal sin 


% Ibidem, págs. 295 y ss. 
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un territorio o una población exclusivos, esto es, la 
posibilidad de que existan elementos gubernamen- 
tales, distintos del gobierno estatal, en el ámbito 
territorial y personal de la competencia del Estado. 

¿Se trata de un puro entretenimiento lógico 
cuando no de un juego de palabras? En manera 
alguna. La tesis en cuestión, acuñada para demos- 
trar la no estatalidad de Croacia o Finlandia en 
momentos en que tales problemas revestían gran 
interés político * encontraron, allende estos casos, 
su proyección a la hora de configurar acefálica- 
mente los Lánder alemanes después de 1918. Tal 
vez sin ser directamente conocidas, dichas tesis la- 
tían en la polémica sobre la divisibilidad de la Co- 
rona Británica, a través de la cual se decidía, nada 
menos, que la condición estatal de los viejos domi- 
nios Y, e incluso la denominación genérica que para 
los «fragmentos de Estado» propusiera Jellinek 
—Land o Pais— sustituyó a las demás en el federa- 
lismo racionalizado que, en la primera postguerra, 
había de surgir de las ruinas del mundo contem- 
plado por nuestro autor *. 

¿Pueden dichas tesis aportar algo valioso a la 
urgente tarea de construir un derecho público espa- 
ñol? ¿Qué es lo esencial de la tesis de Jellinek 
sobre los «fragmentos de Estado»? Repitámoslo 
una vez más: la posible desvinculación de sus ele- 
mentos, es decir, la no necesaria coincidencia del 


1 Cfr. DeLpecH en Revue Generale du Droit International 
Public, 1899, pág. 564. 

3 Cfr. WukeaRrE, Tbe status of Westminster and Dominion 
Status, 1953. 

» Cfr. Mirkine Guerzevitch, Les nouvelles tendences du 
Droit constitutionnel, 1933, 
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territorio, el poder y la población en bloques, impe- 
netrables incluso en el caso de su superposición 
horizontal o vertical (federalismo). Analicemos las 
diferentes posibilidades prácticas que ofrece esta 
construcción hoy día. 

La tremenda importancia de la desvinculación 
de los elementos del Estado había de ser puesta de 
manifiesto muchos decenios después de su formula- 
ción por Jellinek, al enfrentarse el derecho público 
occidental con la mayor transformación política de 
la época contemporánea: la descolonización y su 
secuela de redistribución territorial y autodeter- 
minación de poblaciones. 

Hoy está claro que este proceso no ha supuesto 
el desmembramiento de ningún Estado —como 
apuntara el Vizconde de Bryce—, sino la disolución 
de Imperios supraestatales en Estados nacionales. 
El Imperio Británico nunca fue un Estado, sino el 
Imperio del Estado de Gran Bretaña, y por ello su 
transformación en Commonwealth no ba sido equi- 
valente, en el plano de las relaciones jurídicas, a 
la disolución de este Estado que permanece idén- 
tico *. Otro tanto puede decirse del Imperio colo- 
nial francés respecto del Estado «República Fran- 
cesa». Más aún, incluso cuando la descolonización 
ba exigido desvelar la farsa de una sedicente asimi- 
lación, vgr., en el caso de Argelia, el Estado des- 
colonizador no se ha visto afectado en su integridad. 
Ello es así porque los territorios coloniales no son 


* La colonia británica se define como «any part of H M Do- 
minions, exclusive the British Islands» (Interpretation Act, 
1889, 52 y 53, Vict c. 63 sec. 18-2). 
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parte del territorio del Estado (metropolitano), 
aunque sí sean territorios sometidos a su sobera- 
nía, y, al decir de Scelle, «la colectividad coloniza- 
da es distinta de la colectividad metropolitana», 
porque «un sudanés, un malgache o un tonkinés 
no son franceses, como un hindú no es un inglés, 
ni un melanesio, un holandés» *. 

Abora bien, precisamente la corriente doctrinal 
que propugnara una solución contraria *, tachaba 
de «extraña y abstrusa» la tesis de los «fragmen- 
tos de Estado», en la que reconocía la ineludible 
consecuencia de la concepción tripartita del Estado 
—compuesto de territorio, población y gobierno— 
y de la constatación fáctica de que no siempre los 
tres elementos coincidían, existiendo territorios y 
poblaciones sin gobierno propio, esto es, lo que la 
Carta de las Naciones Unidas ha terminado deno- 
minando «territorios no autónomos» (art. 73). La 
confirmación empírica de la existencia de estos te- 
rritorios, difícilmente negable hoy día, conduce, 
por tanto, a la afirmación de que existieron y 
existen y pueden existir formaciones políticas que 
reúnan algunos, pero no todos los elementos del 
Estado, es decir, «fragmentos de Estado», cuya si- 
tuación puede ser muy varia respecto del Estado 
dominante. Así, lo que Jellinek denominara «pat- 
ses anejos», «se puede separar de él completamente, 
sin afectar a la vida interior del mismo». (In- 
fra, cap. VIT). 


u Precis du Droit des gens, París, 1932, 1, pág. 146. 
% Y. gr. R. Quana1, Enciclopedia del diritto. Voz Colonia. 
ed 
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La práctica comparada, y, muy concretamente, 
la española, demuestra la fecundidad de esta inter- 
pretación cuando es preciso saltar por encima de 
«el fetichismo de los kilómetros cuadrados» “sin 
afectar por ello a los elementos propios del Esta- 
do *, pero su alcance va mucho más allá, porque 
nada impide concebir que una colectividad no di- 
ferenciada de la nacional esté asentada sobre un 
territorio «anejo» al del Estado, aunque no iden- 
tificado con él mismo, y calificable como tal, no so- 
lamente en virtud de una relación de dominación 
colonial, sino de otras muy distintas. Tal fue una 
de las categorías decantadas por Jellinek. Tal sería, 
en la España actual, el caso de Ceuta y Melilla. 

En efecto, no puede negarse a la colectividad 
asentada en ambas plazas de soberanía la condición 
de plenamente española, y así lo revela su represen- 
tación en Cortes. Sin embargo, la condición de 
estos territorios, que a tantas polémicas y ambi- 
gúedades ha dado lugar, es un supuesto típico de 
«anejo» al territorio nacional español, del cual no 
forman parte como resulta a sensu contrario de la 
vigente Ley de Régimen Local, en cuyo artículo 
203 se afirma: «el territorio de la nación española 
se divide en cincuenta provincias, con los lími- 
tes, denominación y capitales que tienen actual- 
mente» *. 


% Cfr. mi trabajo «La configuración del territorio nacional 
en la doctrina reciente del Consejo de Estado español», en 
Estudios de Derecho administrativo. Libro jubilar del Consejo 
de Estado, 1972, págs. 357 y ss. 

“ Cfr. Guarra, División Territorial y Descentralización, 1975, 
páginas 8 y ss. y 222 y ss. Ceuta y Melilla nunca se han declara- 
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Paralelamente, puede perfectamente concebirse 
el supuesto de un territorio plenamente integrado 
en el de España, y en el que estuviera asentada una 
población no necesariamente española. La compren- 
sión teórica de esta posibilidad de desvincular dos 
elementos del Estado —población y territorio— 
facilitaría la articulación práctica del futuro de Gi- 
braltar, respecto del cual las reivindicaciones espa- 
ñolas, muy exigentes en cuanto a la soberanía terri- 
torial se refiere, siempre ban reconocido la pecu- 
liaridad de la población y su voluntad de respeto 

alamisma*. 

La tercera de las posibilidades lógicas que ofre- 
ce la desvinculación entre los diferentes elementos 
del Estado es la pluralidad de gobiernos estatales 
o de fragmentos de ellos, en un sólo territorio es- 
tatal, y para regir a una sola población. Este su- 
puesto implica, necesariamente, una autonomía, 
pero se aparta de las formas clásicas de autonomía 
territorial, que es la de los sistemas federales. 

En efecto, la definición clásica del federalismo 
supone, ante todo, la dualidad de estructuras esta- 


do formalmente parte del territorio nacional, salvo en el antiguo 
¡y no muy efectivo! artículo 10 de la Constitución de 1812. La 
Constitución de 1931 (art. 8.) opuso expresamente el terri- 
torio integrado por «municipios mancomunados en provincias» 
que constituye el «irreductible» territorio del Estado, y «los 
territorios de soberanía del Norte de Africa, en relación di- 
recta con el poder central». Precisamente, a la sazón, Ceuta 
y Melilla no eran del todo municipios (cfr. PÉREZ SERRANO, La 
Constitución española, 1932, pág. 83). 

Cfr. Documentos sobre Gibraltar, 1 1967, pág. 377. Esta po 
sición —criticada desde posiciones parejas a "las de Quadri-— ha 
sido objeto de ulteriores matizaciones, pero sin per de 
reconocer la especificidad de este fragmento de población 
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tales superpuestas “, Los Estados federados tienen 
su propio gobierno, sus propios súbditos y sus 
propios territorios, sin perjuicio de que, además, 
sus territorios son parte integrante del territorio 
federal, y sus súbditos lo son, también, del Esta- 
do Federal. Sin embargo, pueden existir configura- 
ciones políticas en las cuales los elementos autó- 
nomos no sean Estados por no reunir todos los 
elementos de la estatalidad, vgr., por no contar con 
unos súbditos propios o por no reunir en la esfera 
de sus competencias todas las funciones propias del 
Estado —una legislación, una ejecución (en el sen- 
tido que Locke y Montequieu daban y boy se da 
a este término) y una jurisdicción—. Asi, Jellinek, 
al analizar la autonomía croata en el seno de la Co- 
rona de San Esteban, llegaba a la conclusión de que 
faltaban a Croacia tanto súbditos investidos de una 
_naturaleza croata como la totalidad de los elementos 
de un poder estatal independiente que, sin embar- 
go, sí tienen los Estados federados. 

Por otra parte, este fraccionamiento de los ele- 
mentos gubernamentales permite una variedad de 
formas autonómicas. Basta pensar en la posibilidad 
de un gobierno autónomo responsable ante una 
asamblea autónoma de un gobierno heterónomo 
controlado por una asamblea autónoma y de una 
mera limitación de aquél por ésta. 

Fue la situación así descrita de donde surgió la 
tesis, hoy divulgada, del «Estado Regional» como 


“ La expresión es de SceLLE (Loc. cíf., 1, 203). La tesis 
del propio JeLLiNEx (Lebre von den Staatenverbindungen, 
1882, págs. 137 y ss.) 
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una forma política intermedia entre el Estado Fe- 
deral y el Estado Unitario, y la categoría de 
«País» acuñada por Jellinek constituyó la matriz 
donde se engendró esta doctrina. En efecto, al 
examinar el mencionado autor la constitución del 
Imperio de Austria (en sí mismo y mo en su rela- 
ción con Hungría), lo define como un Estado de 
Países (Lánderstaat), siguiendo con ello las fórmu- 
las utilizadas por el propio derecho constitucional 
austriaco (cap. V). Ciertamente que Jellinek con- 
sidera al Estado de Países como una específica 
forma de federalismo (cap. VII), pero que caracte- 
riza por la ausencia de la plena condición estatal 
de los miembros de la supuesta estructura federal, 
esto es, de los Países, con lo cual se abandonan los 
supuestos clásicos del Estado federal tal como lo 
concebía el propio autor, es decir, como Estado 
de Estados. 

A partir de esta última constatación, fue el pro- 
fesor italiano Ambrosini quien, refiriéndose a los 
Lánder de la vieja Austria, junto con las Regio- 
nes Autónomas de la entonces joven República 
española, acuñó, en la década de los años treinta, 
la denominación de «Estado Regional» para desig- 
nar una forma intermedia entre el Estado Federal 
y el Estado Unitario *. Partía Ambrosini del exa- 


*" «Un tipo intermedio di Stato fra l'unitario e il federale 
caratterizzato dall'autonomia regionale», Rivista di Diritto Pub- 
blico, 1933, págs. 92 y ss.; «Stato ed autonomia regionale nel 
sistema della cessata monarchia austriaca e dell'attuale repub- 
blica spagnola», 11 circolo giuridico, 1, 1933. 

Incluso la expresión «estado integral», utilizada por el 
texto constitucional de 1931 (art, 1.?), que ROYO VILLANOVA 
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men de un supuesto típico de «fragmento de Es- 
tado», los «Reinos y Países» del Imperio de Aus- 
tria, y concluye caracterizando las «regiones autó- 
nomas», según había hecho Jellinek medio siglo más 
atrás, como cualitativamente diferentes del Estado, 
pero distintas, también, de las corporaciones loca- 
les descentralizadas, porque gozan de derechos y 
poderes reconocidos directamente por la constitu- 
ción e inmunes a la acción del legislador ordinario, 
es decir, modificables o revocables, tan sólo me- 
diante el procedimiento previsto para la revisión 
constitucional. Abora bien, no era otra la solu- 
ción de Jellinek cuando, al tratar de racionalizar 
la exigencia del consentimiento de un País para la 
modificación de su posición en el Estado Integral, 
afirma que «toda revisión constitucional puede 
realizarse solamente de acuerdo con las formas 
constitucionalmente prescritas al efecto, en este 
caso —se refiere a Finlandia— el consentimiento 
del mismo País» (cap. VI). Prieto Virga* había 
de progresar por esta vía de racionalización al ca- 
lificar como autonomía —frente a la autarquía de 
los entes locales y la posición del Estado miembro 
de una Federación— la condición de una región 
dotada de competencias legislativas atribuidas por 
la propia constitución y carente, sin embargo, de un 
propio poder constituyente. Se llega así a la confi- 
guración del «Estado Regional» como categoría 
técnico-jurídica cuyo mejor expositor español, ci- 


considera inédita (Revista de Derecho Público, 1V, 1935, pá- 
ginas 262-263) es la traducción de la expresión alemana utili- 
zada por Jellinek: «Gesamtstaat». 

4 La Regione, 1949. 
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héndose fielmente a sus maestros italianos, define 
en estos términos: «en los Estados regionales exis- 
te un ordenamiento constitucional: un único titular 
de autonomía constitucional; un único poder cons- 
tituyente, pero pluralidad de fuentes legislativas de 
igual naturaleza, por su fundamento y por la efica- 
cia jurídica de las leyes promulgadas por las mis- 
mas» *. 

Abora bien, el «Estado Regional» es una catego- 
ría que se encuentra actualmente en crisis, desde 
un punto de vista tanto técnico-jurídico como poli- 
tico, y al que solamente se sigue haciendo referen- 
cia por la inerte gravidez propia de los plantea- 
mientos escolásticos. 

En la primera de estas perspectivas, boy día es 
cada vez más evidente la dificultad, cuando no la 
imposibilidad de distinguir el llamado «Estado 
Regional» de las varias formas de organización fe- 
deral. Por ello, los redactores del Informe Kil- 
brandon, al examinar el significado de la alterna- 
tiva federal, detectan características que, en la 
práctica, no son ni exclusivas del federalismo ni 
propias. de todas sus modalidades. Así, por ejem- 
plo, en el citado Informe Y se afirma que en un 
sistema federal la soberanía se divide entre dos ni- 
veles de gobierno, tesis polémica ya desde su for- 
mulación y vigorosamente impugnada por el propio 
Jellinek *, y que actualmente, según el mismo In- 


% FerranDO Bavía, Formas de Estado desde le perspectiva 
del Estado Regional, 1965, pág. 104. 
Royal Commission on the Constitution 1965-1973, Cmnd. 
5460, págs. 152-153. 
5 Teoría General del Estado, págs. 327 y ss. 
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forme, «resulta difícil de mantener», puesto que, 
«para que el federalismo pueda funcionar hoy día, 
los países federales se han visto forzados a adoptar 
medidas tendentes a socavar el principio de la so- 
beranía provincial en el que se basaba el mismo 
sistema» ?. 

Paralelamente, se señala como característica del 
federalismo la existencia de una constitución rígida, 
mediante la cual se lleva a cabo la distribución de 
competencias entre el Estado Federal y las unida- 
des federadas, así como la resolución de los conflic- 
tos entre ambos niveles por un Tribunal Constitu- 
cional, rasgos todos ellos que también aparecen en 
Estados supuestamente regionales *, 

Por último, se considera rasgo característico 
del federalismo la composición del legislativo «por 
una cámara baja directamente elegida por el pueblo 
en su conjunto y una cámara alta consistente en la 
representación de las provincias, y dotada de com- 
petencias especiales relativas a las cuestiones de 
interés provincial» Y. Sin embargo, es obvio que 
los senados de este tipo aparecen también en Es- 
tados no federales y, más aún, que la participación 
de los miembros en el sistema federal tiende cada 
vez más a realizarse por cauces distintos a la Cá- 
mara Alta*. 


2 Cmnd. 5460, pág. 155. 

S Italia, arts. 117, 127 y 134. 

4 Cmnd. 5460, pág. 153. 

% Cfr. mi trabajo «The Passing of Bicameralism», en Ame- 
rican Journal of Comparative Law, XXTII, 1975, 2, especial- 
mente págs. 237-244. Cfr. Warrs, New Federations. Experi- 
ments in the Commonwealth, 1966, págs. 236 y ss. 
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En consecuencia, puede afirmarse que hoy «ca- 
rece de sentido» * toda definición formal del fede- 
ralismo; que éste es, simplemente, un término car- 
gado de connotaciones afectivas, políticamente re- 
levantes, pero ajenas a los planteamientos técnico- 
jurídicos; que, en fin, a la hora de determinar si una 
figura concreta es o no federal, la opción resulta 
harto difícil e incluso, en la tierra de elección del 
federalismo clásico, es preciso recurrir a califica- 
ciones híbridas como la de «federalismo cooperati- 
vo» * o la de «Estado Federal Unitario» *, 

Ciertamente, un meritorio sector de la doctrina 
italiana —y un número mucho menos meritorio 
de sus fieles seguidores— ha mantenido y mantiene 
la radical oposición entre federalismo y regionalis- 
mo a partir de la diferencia estructural entre au- 
tarquía —propia de la entidad local descentraliza- 
da— , autonomía —propia de la región— y autono- 
mía constitucional —propia del Estado miembro de 
una federación—. No puede negarse que en las 
federaciones y aún fuera de ellas, la autonomía 
constitucional aparece muy limitada, aunque, como 
el propio Jellinek afirmara en las páginas que si- 
guen, «no contradice el carácter de un Estado si 
los límites a su constitución ban sido establecidos 
por un poder superior, v. gr., la exigencia federal 
de la forma de gobierno republicana para los Esta- 
dos de la Unión o los Cantones de Suiza» (cap. I11). 


sw Cfr. Vie, Federalism in the United States, Canada and 
Australia. Royal Commission on the Constitution, Research 
Paper, núm. 2. 

5 La expresión es de WhHEARE (Federal Government, 1946). 

* La expresión es de Hesse (Der unitarische Bundesstaat, 
1963). : 
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Ábora bien, en las modernas federaciones, la ex- 
tensión cuantitativa de estas limitaciones es tal que 
alcanza cotas cualitativas, y puede dudarse de que, 
allende las mismas, la constitución sea «exclusiva- 
mente un acto de voluntad del Estado miembro». 

En efecto, cada vez en mayor medida, las cons- 
tituciones federales contienen no ya una mera exi- 
gencia genérica (la última manifestación parece ser 
la de la Ley Fundamental alemana de 1949: «El 
orden constitucional de los países deberá respon- 
der a los principios del Estado de Derecho, Repu- 
blicano, Democrático y Social...», art. 28, 1), sino 
la determinación, bien de unas bases muy detalla- 
das de la constitución de la unidad federada, bien, 
incluso, la constitución completa de éstas. Cuando 
en Austria las constituciones de los Lándern son 
meras leyes de aplicación de la Constitución fede- 
ral, o cuando una Constitución como la de la Unión 
India (1950) o de Pakistán (1956 y 1962) o de 
Nigeria (1963) establecen en uno de sus capítulos 
las constituciones de sus miembros —ninguno de 
los cuales se llama, por cierto, «Estado»— surge 
el problema de si son o no federaciones, de acuer- 
do con los criterios que en su día formulara Am- 
brosini %. La dificultad de la respuesta demuestra 
que dichos criterios no responden a la realidad ¡u- 
rídica contemporánea, y tratar de ajustar ésta a 
aquéllos supone convertirlos en el denostado «le- 
cho de Procusto». Federalismo y Regionalismo de- 
jan de ser figuras claramente diferenciadas, y no 
porque una englobe a la otra, como se ba propues- 


% ALEXANDROWICZ, «Is India a Federation»?, International 
and Comparative Law Quarterly, 111 (1954), págs. 393 y ss. 
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to desde diferentes perspectivas, sino porque las 
autonomías pueden desenvolverse, como bistóri- 
camente ha ocurrido, en fases o grados diferentes, 
pero sin solución de continuidad y allende las rí- 
gidas categorizaciones. 

Si, por todas estas razones, el «Estado Regional» 
es una categoría inútil desde un punto de vista téc- 
nico-jurídico, desde una perspectiva política aparece 
como un concepto gastado y no menos insuficien- 
te. El «regionalismo» se ha utilizado como sucedá- 
neo del «federalismo»; la palabra «región autó- 
noma» e, incluso, «provincia» ha servido para eli- 
minar en la práctica, tanto española como compa- 
rada, la reivindicación de la expresión «Estado» e, 
incluso, la «regionalización» ha ocultado nuevas y 
más eficaces técnicas de uniformismo y centraliza- 
ción *. Por todo ello, no es de extrañar que junto 
a una mítica federal ** exista, muy concretamente 
en España, una mítica regionalista que asocia con 
esta muy discutible categoría jurídico-pública un 
equilibrio entre la unidad y la diversidad, la auto- 
nomía y la coordinación..., virtudes todas ellas de 
las que los supuestos históricos del llamado Estado 
Regional no pueden presentarse como paradigma. 

Abora bien, si el federalismo carece de un sen- 
tido jurídico y político preciso, y el regionalismo 
es una categoría tan insuficiente técnicamente co- 
mo políticamente gastada, se hace acuciante la ne- 
cesidad de buscar nuevas fórmulas de autonomía 


* Como ejemplo de lo poco sugestivo que puede volverse 
este término, cfr, COscuLLUELA en Las Autonomías Regiona- 
les. Aspectos Políticos y Jurídicos, 1977, págs. 191 y ss. 

8 Cfr. T. R. FerNÁNDEZ, Ibidem, pág. 309. 
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que obvien estas dificultades. El legislador puede 
encontrarlas evitando toda definición doctrinal, y 
tal es el encomiable e imitable caso de la «devolu- 
tion», hoy en tramitación en la Gran Bretaña. Sin 
embargo, corresponde al estudioso categorizar es- 
tas fórmulas pragmáticas para mejor comprender 
sus articulaciones lógicas, y tal vez facilitar con ello 
las futuras tareas de todos aquellos encargados de 
desarrollar y aplicar el sistema constitucional. Sin 
duda, las grises teorizaciones del botánico no pue- 
den suplir los reflejos verdes y dorados del árbol 
eterno de la vida, incluso cuando los observa, con 
ojos de lechuza, a la puesta del sol. Pero también 
es cierto que, sin pasar por la escuela de Linneo, 
nunca se excede el rudo saber del hortelano, insu- 
ficiente a la hora de realizar sofisticados injertos 
o de combatir las más peligrosas plagas. 

¿Cuál es la causa de la insuficiencia actual del 
«federalismo» y del «regionalismo» para dar cuen- 
ta de las reivindicaciones y de las fórmulas auto- 
nómicas? 

El hombre, incluido el jurista, es un ser etimoló- 
gico. Es lo que es en virtud de lo que ba sido o, 
para utilizar los términos heideggerianos Y, es, ex- 
presamente o no, su propio pasado. Ahora bien, 
esta fundamental historicidad hace al hombre pro- 
clive a perderse en su propia tradición, incluida la 
tradición doctrinal, más como en un pantano que 
como en un laberinto. El hombre, dice Heidegger, 
«cae en su tradición..., y ésta le quita la dirección 
de sí mismo, el preguntar y elegir», y ello es válido 


8 La tesis aquí recogida y las frases entrecomilladas de 
Sein und Zeit, 1927, $ 6. 
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tanto respecto de la radical pregunta por el Ser, 
como para el cultivador de toda disciplina. 

En el caso que nos ocupa, una vez más, «la tra- 
dición obstruye el acceso a las fuentes de los con- 
ceptos y categorías transmitidos». La especulación 
doctrinal sobre el federalismo ha depurado de tal 
manera sus aristas conceptuales, que no responde 
ya ni a la experiencia original que permitió acuñar 
tal categoría mi, por supuesto, a las más recientes 
manifestaciones. Por ello, hoy existe un concepto 
riguroso y plenamente inútil del federalismo y una 
noción tan difusa que nada puede expresar. Otro 
tanto ocurre con el «regionalismo», ya se vea en 
él un «tertium genus», ya la superación del Estado 
federal. La actual insuficiencia de nuestras catego- 
rías procede del propio haber doctrinal sobre el 
que dichas categorías se encuentran montadas. Su- 
perar esta situación exige la «destrucción» de este 
mismo haber, en el sentido heideggeriano del tér- 
mino, es decir, «ablandar la tradición endurecida y 
disolver las capas encubridoras producidas por 
ella... en busca de las experiencias originales». 

Remontándonos en la doctrina para hacer plena- 
mente traslúcidas sus categorías, la Región Autó- 
noma nos lleva al País (Land) y, muy concreta- 
mente, a través de los ya mencionados estudios de 
Ambrosini, a los «Reinos y Países» de la Monar- 
quía Austriaca, es decir, a categorías no menos jurí- 
dicas, pero dotadas de una plasticidad y un frescor 
aurorales. Las Regiones Autónomas, tal como hoy 
las conoce la doctrina y el Derecho comparado, son 
—como los Reinos y Países— entes de base territo- 
rial dotados de competencias limitadas y de órganos 
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encargados de ejercerlas. Por tanto, ¿qué tienen 
los Reinos y Países que no tengan las Regiones Ay- 
tónomas y, más concretamente, qué pueden ofrecer 
al Derecho público español? 

En primer término, cuando Jellinek describe 
estos «fragmentos» señala un rasgo que les es ca- 
racterístico, pero que también se da en otros «Paí- 
ses» de rango análogo —v. gr., Provincias Cana- 
dienses— o aún más desarrollados —v. gr., Croa- 
cia—: la concurrencia de las voluntades de las ims- 
tituciones autónomas y de las instituciones inte- 
grales para el ejercicio de las competencias públi- 
cas más importantes en el «País»: En un panorama 
denominado por la bipartición de competencias en- 
tre el Estado y los entes locales, o, a otro nivel, 
entre el Estado Federal y los Estados Federados, 
este sistema de concurrencia anunciaba ya tanto el 
federalismo coooperativo como el régimen de com- 
petencias compartidas, «desideratum» de la nue- 
va descentralización propugnada hoy por la más 
autorizada doctrina $. 

Sin duda, la versión actual de esta fórmula tie- 
ne una amplia proyección técnica a través de las 
delegaciones de competencias, y en los controles. 
Pero estas técnicas útiles sólo son políticamente jus- 
tificables si los «Países» dejan de ser tanto entida- 
des estatales meramente superpuestas —supuesto 
de los Estados federados en su versión clásica— 
como la proyección a mayor escala de entidades mu- 
nicipales —supuesto de las autonomías locales de 
uno y otro nivel—; esto es, si son miembros de 


5 Cfr. García DE ENTERRÍA, La Administración Española, 
1961, págs. 150 y ss. 
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un cuerpo integral, pero dotados de una identidad 
política. Lo último justifica su autonomía, como lo 
primero legitima su no exclusividad. 

En efecto, la Región Autónoma surge en la doc- 
trina italiana sobre la base de transformar el Esta- 
do en ordenamiento jurídico y, en consecuencia, 
configurar las autonomías como ordenamientos ju- 
rídicos dependientes “. Se trata, sin duda alguna, 
de un gigantesco avance técnico, construido, pre- 
cisamente, sobre la gran aportación de Jellinek a la 
Teoría jurídica del Estado. Pero, como el mismo 
autor señalaba, «toda construcción y modificación 
del derecho procede primariamente de lo que bay 
antes y detrás del Derecho, de lo que le condicio- 
na» 5 y, en este punto, la versión de Jellinek en- 
garza mejor que la de Ambrosini o Virga, con lo 
que en los Países cristalizaba: la personalidad pecu- 
liar e infungible de un cuerpo político. Las auto- 
nomías sirven, más allá de toda justificación técni- 
ca, y el caso español sería especialmente alecciona- 
dor, como alveolo a las reivindicaciones de un 
pueblo que quiere identificarse como tal y, según 
el propio Jellinek recordara, todas las construccio- 
nes incapaces de conseguir su fin práctico carecen 
de valor científico. 

Irrumpe aquí la tercera gran categoría, al decir 
de Meinecke, decantada por el bistoricismo, la 
afectividad, sin asumir la cual la construcción cons- 
titucional es un cascarón vacío. 


4 Cfr. S. ROMANO, voz «autonomía» en Frammenti di un Di- 
zionario Giuridico, 1947. 
“ Teoría General del Estado, pág. 14. 
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El que esta autoidentificación se califique o no 
de «nacional» es irrelevante a los efectos de este tra- 
bajo. Hay pueblos con recia conciencia de su pro- 
pia personalidad, y que así quieren verla reconocida 
sin, por ello, considerarse naciones. Hay pueblos 
cuya identidad pretende ser una identidad nacio- 
nal, sin por eso excluir su integración en formas 
estatales plurinacionales superiores. Juzgar de la 
objetividad de estas autoidentificaciones es teme- 
rario, porque una Nación no es otra cosa que la 
voluntad de vivir juntos y, en consecuencia, «si 
un colectivo piensa de sí mismo que es una Na- 
ción, en ese caso nada más es necesario para de- 
mostrar la existencia de tal Nación» *. Por ello, por- 
que la «nacionalidad» no es necesariamente una 
reivindicación de autodeterminación soberana, sino 
de autoidentificación, el Reino Unido se ha podido 
definir como integrado por diversas «Naciones, 
Países y Regiones*, y en España los proyectos 
constitucionales hoy en discusión se refieren a las 
diferentes «Nacionalidades y Regiones» que la in- 
tegran (art. 2). 

¿Pueden estas aspiraciones a la propia identi- 
dad quedar satisfechas con una autonomía regio- 
nal? Cualquiera que sea la utilización de tal con- 
cepto, por gastado e impreciso que esté, no es del 
todo inútil; sin embargo, su fuente, los «Reinos 
y Países» que contemplara Jellinek, pueden añadirle 
dos ingredientes fundamentales. 


“ Cmnd. 5460 (1973), 1, pág. 101. Sobre naciones con vo- 
cación de Estado y nacionalidades culturales e históricas cfr. 
MEINECKE, VW eltbúrgertum und National Staat, 1917 (42 ed.). 

* Ibiders, pág. XXXII. 
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Los «Reinos y Países» de la vieja Monarquía 
Austriaca eran reliquia de formaciones protoestata- 
les —u. gr., el Reino de Bobemia o los Archidu- 
cados de Austria— fundidos a través de una unión 
primero personal y después real en una sola forma- 
ción estatal mediante la Pragmática Sanción. Algo 
muy semejante ocurrió con Escocia respecto de 
Inglaterra o con los diferentes Reinos de España. 
La Monarquía, mediante la función simbólica de 
la Corona, pudo mantener el reconocimiento de las 
diferentes personalidades jurídicopolíticas a ella in- 
corporadas, y así lo destaca Jellinek analizando el 
complejo título del Emperador de Austria, análogo 
al llamado «título grande» de los soberanos es- 
pañoles. 

Abora bien, a través de esta consideración pu- 
ramente formal y, por tanto, tachada de fútil por 
quienes ignoran que el Derecho, como todo lengua- 
je, es una pura forma, se hace evidente que la más 
original característica de los «Países», tal como los 
conociera Jellinek, es su denominación, en los casos 
más significativos, sumamente heterogénea y car- 
gada de infungibilidad. Baste pensar en la Ley Aus- 
triaca de 26 de febrero de 1861, cuyo artículo 1.” 
se refiere a «La representación común de los reinos 
de Bohemia, de Dalmacia, de Galitzia y Lodomeria 
con el gran ducado de Cracovia, del archiducado de 
Austria, sobre y bajo el Ems, de los ducados de 
Salzburgo, de Stiria, de Carintbia, de Carniola y de 
Bukowina, del margraviato de Moravia, del ducado 
de la Alta y Baja Silesia, del condado-principado del 
Tirol y del territorio de Vorarlberg, del margraviato 
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de Istria, del condado-principado de Górz y de la 
ciudad de Trieste con su territorio...» 

Pero el «nombre» es el primero de todos los 
elementos simbólicos, mediante el cual el nacido 
entre en el orden del lenguaje y, por tanto, de 
la humanidad. Como la antropología ba puesto de 
relieve, el nombre permite «ser significado», es 
decir, alcanzar una posición en el mundo que, des- 
prendida del caos fantasmal de las imágenes, puede 
ser asumida en un discurso racional. Ahora bien, 
esta regla fundamental de la antropogénesis lo es 
también de todas las realidades culturales —el De- 
recho y el Estado entre otras— que en la vida del 
bombre hunden sus raíces, y ya Usener, en una 
obra clásica de la historiografía puso de relieve 
cómo a los dioses se les conocía, es decir, se les si- 
tuaba y, por ende, se les predecía, racionalizaba y 
denominaba a través de su nombre. 

El nombre, pues, permite racionalizar la indi- 
vidualidad bistórica. En el nombre y en el tí- 
tulo jurídico de un «fragmento de Estado» se 
expresa la personalidad de éste en su dimensión 
bistórica y jurídico-pública. Hay casos en que la 
entidad bistórica en cuestión solamente es capta- 
ble a través de una denominación e, incluso, de un 
título; casos en los que el nombre comprende toda 
una tradición, o, lo que es lo mismo, una aspiración; 
supuestos, en fin, donde el título ba sido, durante 
largo tiempo, la garantía de la propia personalidad 
política y su reconocimiento actual podría ser el 
mejor aval de ésta*. Tal es, históricamente, el 


% V. gr., sobre el Ducado de Cornualles, Cmnd. 5460, 
páginas 101-102, cfr. mi trabajo Regionalismo y Monarquía, Ma- 
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caso de numerosos «Países» cuyo título afirmaba 
públicamente su no disolución en la formación po- 
lítica que los englobaba, y en este rasgo consiste 
parte de su actual utilidad frente a la aséptica de- 
nominación de «Región Autónoma». 

El reconocimiento, mediante el nombre, de esta 
identidad subyacente, nacional o no, pero a la cual 
pretende servir de marco la autonomía, conduce a 
la segunda característica del «País», al menos de sus 
versiones más desarrolladas, frente a la Región. 

El rasgo típico del federalismo clásico era y es la 
indestructibilidad de los Estados Federados, mien- 
tras que el Regionalismo típico supone la confi- 
guración de las Regiones Autónomas por parte de 
un poder constituyente unitario, de manera que si 
sus competencias no podían ser afectadas por el 
legislador ordinario, su misma existencia podía ser 
borrada por parte del constituyente heterónomo 
único. 

Ahora bien, es a todas luces evidente que la 
convivencia en una unidad política estatal indes- 
tructible de nacionalidades y pueblos que, como ta- 
les, y en virtud de su propia conciencia de identi- 
dad, aspiran a la indestructibilidad, exige una ga- 
rantía más rígida que la decisión, por cualificada 
que ésta sea, de las instancias unitarias. —¡Las Cor- 
tes, aún representando la indivisible soberanía del 
pueblo español, pueden pasar, y de hecho han pa- 
sado, pero Cataluña o Euzkadi como la España 
grande en la que se integran permanescrán!— 


drid, 1977, donde pretendí explicar algo tan elemental como 
la importancia simbólica de los títulos y el valor simbólico 
de la Corona a estos efectos. 
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Por ello, al reconocimiento de una personalidad bis- 
tórica corresponde la exigencia del propio consen- 
timiento para la modificación de su situación consti- 
tucional. Así ocurría en configuraciones no estata- 
les como Croacia y Finlandia. 

¿Supone esta solución el «pacto de Estado» 
que, como señalara Schmitt %, desgarra la unidad de 
la soberania? En manera alguna. La exigencia del 
consentimiento de un País para la alteración de su 
situación constitucional en el seno del Estado In- 
tegral no traslada a este País la competencia cons- 
tituyente última. Dicha competencia sigue residien- 
do en la instancia beterónoma, pero su ejercicio 
se somete a especiales condiciones de rigidez, entre 
otras, el consentimiento del País afectado, y el mo- 
derno Derecho constitucional ofrece ejemplos de 
una solución análoga en Estados que afirman sin 
ambages la unidad de la Soberanía”. Tal era el 
pensamiento del propio Jellinek cuando, tras ex- 
poner esta misma tesis, afirmaba: «Quien sostenga 
que el Estado, en virtud de su soberanía, puede 
deshacerse de tales barreras, cae en las antiguas teo- 
rías absolutistas que identificaban soberanía con 
“limitación de la competencia”, niega la posibilidad 
de autolimitación del Estado y confunde el poder 
con el derecho.» (Cap. III.) 

No es preciso, pues, basar la garantía de la posi- 
ción constitucional del país autónomo en un mítico 
pacto primordial, ni puede interpretarse esta garan- 
tía como sinónimo de escisión de la soberanía, por- 
que históricamente han gozado y actualmente go- 


“ Teoría de la Constitución, trad. esp., 1934, pág. 78. 
” Cfr. Watts, op. cit., pág. 299. 
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zan de ella entidades donde la unidad del poder 
constituyente soberano no deja lugar a dudas. Basta 
situar el fundamento de dicha garantía en la propia 
Constitución del Estado Integral, obra de un cons- 
tituyente unitario —Príncipe, ayer; Asamblea o 
Pueblo, boy—, pero, en cualquier caso, suficien- 
temente sensato para asumir, en su incondicionada 
decisión, aquellas exigencias que dimanan de la 
propia naturaleza de las cosas. 


A la hora de dar forma a las autonomías de 
las «nacionalidades y regiones» españolas; autono- 
mías necesariamente singulares en extensión y orga- 
nización; cargadas por reivindicaciones afectivas 
en busca de la propia identidad; históricamente 
vinculadas a la tradición politerritorial de la Mo- 
narquía Hispánica; es evidente la ventaja de estas 
fórmulas sobre las manidas tesis federales y su em- 
pobrecida versión regionalista. 

Las autonomías que la futura Constitución es- 
tablezca deben cubrir el espectro que va desde algo 
más de la Mancomunidad interprovincial, median- 
te la cual se lleva a cabo una descentralización ad- 
ministrativa y una coordinación de las competen- 
cias locales, hasta el reconocimiento de unas iden- 
tidades nacionales. Algunos de los países austriacos 
germanófonos respondían al primer supuesto; la 
situación de Croacia en el seno de la Corona de 
San Esteban, al segundo. Las fórmulas analizadas 
por Jellinek, y que llegan a reconocer la exigencia 
del propio consentimiento para la modificación de 
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la situación constitucional, cubren este abanico de 
posibilidades. 

Sin embargo, por razones inversas, pero de raíz 
común, todas estas autonomías deben revestirse 
del simbolismo que el nombre proporciona, y la 
elaboración de los Estatutos será ocasión propicia 
para ello. En unos casos, porque el reconocimiento 
de identidad así alcanzado suple las limitaciones de 
una descentralización meramente administrativa, 
única compatible con las exigencias de la situación 
presente y de su deseable superación. En otros 
supuestos, porque la denominación bistórica sirve 
a la vez para expresar una personalidad política y 
para insertarla en la superior unidad que la Corona 
representa. En todos ellos, porque la autonomía re- 
quiere ser, además de tecnificada, fundamentada, y 
el fundamento de las cosas humanas se encuentra, 
más allá de lo que sirve para pensar —Ja lógica—, 
en lo que da que pensar o, incluso, da que ser —el 
simbolo—. 

Una vez más, la herencia de los clásicos, debi- 
damente asimilada, puede situarnos, allende la ruti- 
na, en la altura que nuestro tiempo exige: 


«Was du ererbt von deinen Váitern hast, 
Erwirb es, um es zu besitzen.» * 


(Fausto, 1, 1.*) 


MiGuEL HERRERO DE MIÑÓN 


* Lo que has heredado de tus antepasados / acéptalo y hazlo 
tuyo. 
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Sobre fragmentos de Estado 


1 


Para toda ciencia, incluida la del Estado, rige el 
principio según el cual se adquieren sobre base 
experimental los conceptos y categorías superiores * 
que, por una parte, agrupan los diversos fenóme- 
nos y, por otra, permiten la deducción de éstos. 
Una ojeada sobre la literatura jurídico-pública corr 
temporánea nos revela que tan evidente principio, 
a menudo afirmado contra los errores especulativos 
de los últimos tiempos, no se aplica en muchas 
ocasiones. Con demasiada frecuencia se suelen co- 
locar al principio de la investigación dogmas fijos, 
a fin de obtener de ellos resultados por vía pura- 
mente deductiva. Como ejemplo de esto citamos la 
obra espléndida*de Hánel, sobre el Derecho Públi- 
co Alemán, cuyas teorías generales con sus tesis, 
apodícticamente afirmadas, frecuentemente dan la 
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impresión de no emanar de la experiencia, sino de 
una revelación que excluye toda contradicción. 

La consecuencia práctica de tal procedimiento 
consiste en que muchos fenómenos de la vida es- 
tatal, en la actualidad no se someten a fórmulas y 
moldes de antaño. Por eso no pocos resultados de 
la investigación publicística moderna se contradicen 
ampliamente con las condiciones reales. El fin de 
todo conocimiento jurídico estatal es, empero, en- 
contrar normas jurídicas para la realidad de la 
existencia estatal, que solamente pueden ser descu- 
biertas considerando siempre las condiciones polí- 
ticas dadas. Los conceptos jurídicos no son esen- 
cias trascendentales, reflejadas aquí de manera in- 
completa, sino tipos, contenidos en circunstancias 
vitales, carentes frecuentemente de lógica. Por eso, 
no es la mejor doctrina de Derecho Público aque- 
lla que ofrece la mayor perfección lógica, sino la 
que explica la realidad política de manera más na- 
tural. 

Asimismo se impone una investigación de los 
conceptos básicos jurídico-públicos, constantemen- 
te renovada, porque el Estado sufre un proceso 
continuo de transformación; por eso corremos el 
riesgo de concebir la vida del presente con catego- 
rías del pasado. Continuamente aparecen nuevos 
fenómenos en la vida estatal, y surgen, más o 
menos claramente, diferencias en instituciones has- 
ta ahora consideradas como monolíticas. 

La finalidad de las páginas siguientes es cons- 
tatar, a base de una investigación fundamental, el 
carácter jurídico de una serie de configuraciones 


54 


nolíticas sumamente interesantes, que no encuen- 
rran cabida en las teorías jurídico-públicas domi- 
nantes. El impulso para ello me lo prestó el pro- 
fundo debate suscitado por diversos argumentos de 
mi Teoría de las Uniones de Estados. Precisamente 
este debate me ha enseñado en diversas ocasiones 
cómo las doctrinas de Derecho Público pueden estar 
cargadas de un intenso significado político, porque 
al haberse incrementado en la actualidad la con- 
ciencia jurídica, los Gobiernos y Partidos, en su 
lucha política, intentan apoyar la consecución de 
sus fines prácticos a través de deducciones teóricas. 
Por eso consideré un deber ineludible investigar 
de nuevo algunas de mis anteriores tesis basadas 
en las doctrinas dominantes. Además, una abundan- 
te y reciente literatura proporciona actualmente 
3n conocimiento mucho más profundo de las cir- 
cunstancias de formas estatales remotas, del que 
vo hubiera podido tener hace década y media. 
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El Estado se divide en territorios administrati- 
vos espacialmente delimitados, de los cuales los 
más amplios suelen ser calificados como provin- 
cias inmediatamente sometidas a la Administra- 
sión Central. Comprende, además, un sistema de 
entidades municipales que posee como éste, carác- 
:er de corporación territorial. Las entidades muni- 
cipales comprenden municipios en el sentido más 
estricto y asociaciones comunales de grado más 
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alto. A la entidad comunal superior se la califica 
de provincial. La provincia, como circunscripción 
administrativa, carece de toda autonomía frente al 
Estado, del cual no es miembro, sino parte. La en- 
tidad provincial, por el contrario, tiene, como toda 
entidad local, el carácter de una personalidad au- 
tónoma, distinta del Estado, aunque gobernada por 
éste. Tiene Órganos propios encargados de la auto- 
administración, esto es, llevan a cabo, bajo la 
tutela estatal, tareas estatales en virtud de leyes del 
Estado, y de manera autónoma en virtud de un de- 
recho que les incumbe como propio. 

Tanto la provincia como la entidad provin- 
cial se encuentran totalmente en el seno del Es- 
tado. Su territorio es, a la vez, territorio estatal 
y sus súbditos son súbditos del Estado. No suele 
desarrollarse una vecindad provincial junto a la 
nacionalidad y la vecindad municipal. Las autori- 
dades de la provincia son autoridades estatales. 
Los órganos de la entidad provincial, por el con- 
trario, no tienen ningún poder originario de man- 
do ni de coacción, sino que pueden obtenerlo so- 
lamente en virtud de atribución estatal. El impe- 
rium de todas las entidades locales se asienta en 
la esfera del Estado y sólo puede llegar a ser de- 
recho propio si el Estado lo atribuye de acuerdo 
con las leyes ?. 


1 Cír. JELLINEK, System der subjektiven óffentlichen Recbte, 
páginas 270 y ss. A los adeptos a la teoría de un poder de 
mando originario de los municipios incumbe aportar la prueba 
de cuál «Imperium» poseen hoy las entidades municipales en 
virtud de su esencia, y cuál es su posición en el Derecho de 
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Si examinamos a la luz de estas doctrinas, cons- 
truidas a partir de la contemplación de las estruc- 
turas de los Estados actuales, una serie de fenó- 
menos que ofrece la vida estatal del presente, re- 
sulta de ponderada consideración que son total- 
mente insuficientes para explicar esto satisfacto- 
riamente. Por eso la Teoría, o bien margina tales 
fenómenos o bien cae en el grave defecto más 
atrás señalado, de contraer los conceptos para ajus- 
tarlos a un Lecho de Procusto de manera que no 
explica sino falsifica la realidad. 

A continuación demostraremos, sobre la base 
de una minuciosa consideración de un gran nú- 
mero de casos, que es falsa la hoy incontestada 
doctrina dominante según la cual no existe un es- 
tadio intermedio entre, por una parte, el Estado 
y, por otro lado, la provincia y la? entidad 
provincial. Se demostrará que existen forma- 
ciones políticas que ciertamente están sometidas 
al poder del Estado, sin disolverse totalmente 
en el Estado; que no son Estados, pero ofrecen los 
rudimentos de un Estado. Son los «Fragmentos de 
Estado», que ni son Estados del todo ni meras 


hoy día. Una aproximación más cercana a esta controversia 
carece de importancia para la investigación subsiguiente, por: 

que quienes discuten la idea de una autonomía 

ene hipótesis y resultados esencialmente distintos a los pr 
tratados. 

* Una excepción aparente la constituye HáneL, Deutsches 
Staatsrecht, pág. 798, que niega carácter de Estado a los Esta- 
dos miembros de Alemania, aunque les atribuye en la pági 
na 800 una índole estatal (stantsartig). Sin embargo, se trata 
de una categoría mi conocida ni reconocida desde el punto de 
wista de HáneL en las relaciones investigadas a continuación. 
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circunscripciones estatales administrativas o enti- 


dades locales sometidas al Estado 


TI 


A este fin examinemos, en primer término, los 
elementos esenciales del Estado que son, como es 
bien sabido, un territorio propio, unos súbditos 
propios y un poder propio. Muchos consideran 
también hoy que la condición «soberana» de este 
poder es una nota esencial del Estado ?, pero la 
experiencia enseña que existen Estados subordi- 
nados a un poder estatal superior y, en consecuen- 
cia, no soberanos y así lo reconocen todos aquellos 
cuya visión de la realidad política no ha sido tur- 
bada por prejuicios dogmáticos. Una investigación 
pormenorizada del desarrollo histórico del concep- 
to de «soberanía» que espero llevar a cabo en otro 
lugar *, demuestra indubitablemente que la sobera- 
nía no es una nota esencial del Estado, sino una 
categoría histórica necesaria para la comprensión 
del mundo estatal del presente, pero no para la 
del Estado en sí. La antigiiedad, con su rico 
desarrollo de la literatura relativa a la ciencia del 
Estado, no conoció nuestro concepto de soberanía. 
El concepto antiguo del Estado más cercano a la 
concepción actual del mismo se encuentra implí- 


3 Especialmente HANEL, pág. 802, formula la tesis de que 
los Estados singulares alemanes «no son semejantes a un Es- 
tado unitario». ¿Dónde se encuentra, empero, la necesidad 
científica de comparar un Estado federal y sus miembros 
con un Estado unitario? 


* Cfr. Teoría General del Estado, pág. 327 y ss. (N. del T.). 
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sito en las palabras de Tucídides sobre Delfos 
ZyTOVOMLOVS, AuTOTEAELE, awroouxows *. Una comu- 
2idad que se basa en sus propias leyes, en sus pro- 
>ios medios financieros y en sus propias autori- 
dades. 

Un Estado es una comunidad con propio terri- 
zorio, propios súbditos y propio poder supremo 
de gobierno. Este es, o bien independiente res- 
pecto de todo poder exterior y, por tanto, so- 
berano, o bien limitado en diversas direcciones 
por un poder superior soberano de carácter estatal 
y, por consiguiente, no soberano. La totalidad de 
estos tres elementos es necesaria para la existencia 
del Estado; cuando falta alguno de ellos, no hay 
Estados, sino tan sólo formas subordinadas a.un 
Estado. 

El más importante de estos elementos en el Es- 
tado perfecto es el poder del gobierno, el Gobier- 
so del Estado. La posición del órgano superior de 
este gobierno, el establecimiento de las modali- 
dades de su ejercicio y los principios de distribu- 
ción de las competencias y funciones de cada Or- 
gano y de las autoridades que les están subordi- 
zadas, define el contenido de la Constitución del 
Estado. A diferencia de otras entidades dotadas 
se un imperium derivado, el Estado por sí solo 
cecide su Constitución. A cada entidad corporativa 
-2 corresponde una constitución, pero las entidades 
«sine imperio» sólo pueden establecer libremente 


* Y, 18, Hugo Grocio para la construcción de su concepto 
se Estado se reclama de este pasaje de TucinmeS (De iure 
exi ac pacís, 1, cap. 111, VI, 1). 
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su constitución dentro de los límites de la ley es- 
tatal. La atribución de poder público a estas enti- 
dades sólo puede derivar en todo caso del mismo 
Estado que, o bien regula totalmente su organiza- 
ción mediante ley o bien sus fundamentos, allí 
donde, reservándose su tutela, otorga cierta auto- 
-nomía en cuanto a la propia organización se re- 
fiere. Cuanto más importantes y amplias son las 
tareas públicas atribuidas a la entidad, tanto me- 
nor es el derecho de autoorganización constitucio- 
nal que se le concede. Esto se muestra claramente 
en los municipios. Cada municipio tiene una cons- 
titución; pero ésta no se basa en la voluntad del 
municipio, sino en la superior voluntad del Estado, 
que, a lo sumo, concede al municipio, en cuestio- 
nes menores un poder limitado de organización. 
La Constitución de Berlín no es una ley berlinesa 
sino prusiana; la Constitución de Viena no es una 
ley vienesa sino una ley de País de la Baja Austria. 
Por eso tampoco es un Estado Alsacia-Lorena, 
cuya Constitución no es una ley de Alsacia-Lore- 
na sino una Ley del Imperio. Baviera y Baden son 
miembros del Imperio alemán, pero son Estados 
porque sus Constituciones son exclusivamente sus 
propias leyes. Las Constituciones de un Cantón 
suizo o de un miembro de los Estados Unidos de 
Norteamérica son Constituciones estatales, porque 
se basan exclusivamente en actos de voluntad de 
la respectiva comunidad, no en la voluntad del 
Estado Federal que les está superpuesto. La 
Constitución de Canadá, por el contrario, no es 
una ley canadiense sino británica; por ello Canadá 
no es un Estado. Los Reinos y Países austriacos 
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tienen sus Constituciones de País que son otorga- 
das por el Emperador, esto es, por el poder im- 
perial y que pueden ser modificadas mediante una 
ley imperial, no mediante un acto del propio po- 
der; por ello, tampoco son Estados *. 

No contradice, sin embargo, la condición es- 
tatal el hecho de que sus limitaciones constitucio- 
nales hayan sido establecidas a través de un poder 
superior, como, v. gr., la exigencia federal de la 
forma republicana de gobierno para los Estados 
de la Unión y los Cantones suizos. Tampoco la 
obligación impuesta a los Cantones suizos de soli- 
citar la garantía del poder federal para sus Cons- 
tituciones, priva a éstas del carácter de Constitu- 
ciones estatales. A pesar de estas limitaciones, la 
correspondiente Constitución es y sigue siendo ex- 
clusivamente ley del Estado y no acto de voluntad 
de la comunidad superior. Incluso si una comu- 
nidad se organiza con la cooperación de otras; si 
su Constitución está sometida a condiciones de 
Derecho internacional, incluso, si un tercer Estado 
le ha dado la Constitución, tal comunidad es un 
Estado, siempre que la Constitución se considere 
pro-futuro, legal y exclusivamente como acto de 
voluntad de esa comunidad y, en consecuencia, 
pueda ser modificada por ésta sin ninguna autori- 
zación ulterior. 

Muy instructivo, en este aspecto, es la forma- 
ción de nuevos Estados en el territorio de la Unión 
Norteamericana. Si hay que elevar un territorio a 


O contundente 
= G. Lebrbuch des deutschen Staatsrechts, 4.2 ed., 
ségina da D. 17. 
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la categoría de Estado, se convoca a través de una 
ley de la Unión, el «enabling act», una asamblea 
constituyente, elegida por los habitantes del terri- 
torio, que tiene que elaborar una Constitución. 
A esta Constitución se le imponen ciertas condi- 
ciones a través de la ley de la Unión, así, por ejem- 
plo, la total libertad religiosa y el no sometimiento 
de las escuelas públicas a un control eclesiástico. 
La Constitución, elaborada según estas condiciones, 
no es en ningún caso ley de la Unión, sino ley del 
Estado *. Así, por ejemplo, se decidió, a través del 
«enabling act» de 22 de febrero de 1889, la di- 
visión del territorio de Dakota del Norte y Dakota 
del Sur y se autorizó al pueblo de esos futuros Es- 
tados a darse su propia Constitución ?. La Consti- 
tución de ambos Estados se basa exclusivamente 
en sus propias leyes. Así, pues, la Constitución de 
Dakota del Sur de 1 de octubre de 1889 comienza 
expresamente con estas palabras*: «We, the 
people of South Dakota do ordain and stablish 
this constitution for the State of South Dakota.» 

La primera característica esencial de un poder de 
Gobierno autónomo es, por tanto, que se base en 
sus propias leyes, y ño en leyes extrañas. La se- 
gunda, consecuencia de la primera, es que esta 
comunidad esté dotada de todos los órganos y 


$ Cfr. Jameson, A Treatise on Constitutional Conventions, 
4.2 ed., Chicago, 1887, págs. 173 y ss. Sobre la posición y des- 
arrollo de los territorios cr. V. HoLsT, «Das Staatsrecht der Ve- 
reinigten Staaten von Amerika», en Marquardsens Handbuch 
des bffentlichen Rechts, págs. 95 y ss. 

? Cír. Laws passed at the second Session of tbe Legislature 
of the State of South Dakota, Pierre, 1891, págs. 111 y ss. 

* Lugar citado, pág. XVI. 
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funciones esenciales de un Estado. Un Estado debe 
tener, por tanto, Órganos de legislación, gobierno 
y jurisdicción, y ejercer las funciones legislativas, 
administrativas y jurisdiccionales. Una comunidad 
sin propias leyes, propio Gobierno o propios Tri- 
bunales no es un Estado; si le falta solamente uno 
de estos elementos no responde al concepto de 
Estado. Un Estado en el ámbito de sus funciones 
puede ser limitado en la competencia de sus ór- 
ganos, pero todos deben darse en él, para que 
conserve el carácter estatal. Por eso, cada Estado 
sometido a un poder estatal superior debe encua- 
drarse en una forma determinada de Estado. Sa- 
jonia es una Monarquía, Hamburgo una Repúbli- 
ca; sin embargo, Alsacia-Lorena no puede incluirse 
en ninguna de estas categorías básicas. Alsacia- 
Lorena no tiene ningún órgano de poder autóno- 
mo que sólo le pertenezca a él, y tampoco pueden 
ser denominadas «Monarquía» las colonias britá- 
nicas dotadas de Constitución, ni los territorios or- 
ganizados norteamericanos «Repúblicas». 

Los Estados no soberanos del mundo estatal 
actual muestran además una esfera autónoma de 
acción en todos los grandes campos de la actividad 
estatal. Así pueden, de una manera más o me- 
nos restringida, relacionarse? con otros Estados, 
tienen su propia administración judicial, financiera 
e interior y, o bien su propio ejército o bien algu- 
nos derechos referidos a la competencia militar. 


?* Igualmente se da para los Estados miembros de la Unión 
la en realidad poco practicada posibilidad de celebrar tratados 
con otros Estados miembros o con potencias extranjeras (Cons- 
titución de la Unión, art. 1, sección 10, 2); como tampoco les 
ha sido formalmente retirado su derecho de legación. 
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Por tanto, resulta como criterio de diferencia- 
ción entre un Estado no soberano y una comu- 
nidad estatal, que desaparecido el Estado supe- 
rior, aquél pueda alcanzar, sin más, el carácter de 
Estado soberano. Le basta realizar, a través de 
sus leyes y en sus Órganos ya existentes, una am- 
pliación de competencias para ejercer con plena le- 
galidad todas las funciones de un Estado soberano. 
En otras palabras, desde el punto de vista del 
derecho estatal basta una reforma constitucional; 
desaparecido el Estado superior, para transformar 
un Estado dependiente en uno soberano —un pro- 
ceso realizado a gran escala en los antiguos terri- 
torios de Alemania, en 1806, después de la disolu- 
ción del Imperio. Una comunidad que no fuera 
previamente Estado, tendría, primero, que cons- 
títuirse como Estado, tomar decisiones sobre su 
futura forma estatal para, en tal caso, adquirir el 
carácter de un Estado. Si desapareciera la sobe- 
ranía turca, a Bulgaria le bastaría suprimir consti- 
tucionalmente las restricciones de su situación ac- 
tual para presentarse plenamente como Estado so- 
berano, en virtud del poder adquirido en la esfera 
del Derecho Internacional; por el contrario, un 
miembro de un Estado, en una situación semejan- 
te, para convertirse en un Estado soberano ten- 
dría que organizarse estatalmente. En caso contra- 
rio, se le consideraría una Anarquía. 

Ahora respondamos a la siguiente pregunta: 
¿Existen configuraciones políticas que muestran 
elementos y señales correspondientes sólo al Es- 
tado, pero de manera incompleta, por ofrecer al- 
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gunas, pero no todas, las características del Esta- 
do, y qué se diferencian esencialmente tanto 
del Estado como de simples partes o miembros del 
Estado? 


IV 


Los Protectorados alemanes están sometidos al 
poder del Imperio alemán, pero no forman parte 
del territorio imperial, cuyo ámbito se determina 
en el artículo 1.” de la Constitución del Imperio 
y en las Leyes imperiales que ordenan la incorpo- 
ración de Alsacia-Lorena y de Heligoland. Per- 
tenecen al Imperio, pero no son Imperio. Los 
Protectorados son, por tanto, para el Imperio, 
territorios extranjeros, en el sentido del Derecho 
Público *, tesis de la que se derivan amplias e im- 
portantes consecuencias jurídico-públicas. Así, por 
ejemplo, el ataque de una potencia extranjera a un 
Protectorado alemán no supone un ataque al terri- 
torio del Imperio, o a sus costas, en el sentido del 
artículo 11 de la Constitución Imperial, de manera 
que el Emperador alemán no estaría autorizado a 
declarar la guerra, en semejante caso, sin el con- 
sentimiento del Consejo Federal. Los naturales de 
los Protectorados no son naturales del Imperio 
alemán. A tales naturales, ciertamente, se les pue- 
de conceder la nacionalidad del Imperio, pero 
siempre para ello sería necesario un acto adminis- 


” G. Meyer, Die Staatsrechtliche Stellung der deutschen 
5cbutzgebiete, págs. 88 y ss. 
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trativo del Canciller imperial, estrictamente indi- 
vidualizado *. El indígena no naturalizado o cual- 
quier otro natural de un Protectorado es y sigue 
siendo extranjero respecto al Imperio ”. 

Los Protectorados ofrecen dos elementos que 
son esenciales para el Estado: un territorio y unos 
súbditos propios. Estos elementos se diferencian 
fundamentalmente de sus análogos, de una enti- 
dad local o incluso de un Estado miembro de una 
Federación. El territorio y los súbditos de una en- 
tidad municipal o de un Estado miembro son, a la 
vez, territorio y súbditos de la comunidad supe- 
rior. Los Protectorados poseen los dos menciona- 
dos elementos, desde un punto de vista jurídico- 
público, de manera análoga a la de un Estado uni- 
tario soberano: su territorio es, solamente, su te- 
rritorio y sus súbditos le pertenecen en exclusiva. 

Sin embargo, los Protectorados están muy lejos 
de ser un Estado '. No pueden mostrar los más 


1! Ley del Imperio, de 29 de marzo de 1883, $ 6. 

* Lañano, Das Staatsrecht des deutschen Reiches, 3. ed., 
1, págs. 753 y ss. 

B En cuanto a Africa Oriental, a las islas Marshall, Pro- 
vidence y Brown, esto no está muy claro a causa de la si- 
tuación legal actual. Tampoco en Africa del Sudoeste, Came- 
rún y Togo, donde los caciques han recibido derechos de 
gobierno sobre sus súbditos tribales, se puede hablar de Esta- 
dos dependientes, porque aquel Gobierno, como subraya 
G. Mexyex, Staatsrecht, página 429, no es territorial, sino mera- 
mente personal. Los derechos de Gobierno territorial de la 
Compañía de Nueva Guinea tampoco permiten considerar los 
territorios que le están subordinados como Estados; porque esta 
Compañía está, al igual que el Imperio, fuera de los territorios 
subordinados. La Compañía no es, en ningún sentido, órgano 
de los Protectorados; ejerce sus derechos y no los de un ser 
estatal, al cual está incorporada. 
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mínimos elementos de una personalidad estatal **, 
No son sujetos sino objetos de la actividad estatal. 
El poder estatal sobre los Protectorados descansa 
exclusivamente en el Imperio. 

Análoga relación a la de los Protectorados ale- 
manes se da frecuentemente en el proceso de ce- 
sión de un territorio por un Estado a otro. Cada 
cesión semejante tiene, frecuentemente, en primer 
lugar, solamente el efecto de que el poder sobre el 
territorio cedido pasa, con efecto jurídico-interna- 
cional, al cesionario. Este se halla así jurídicamen- 
te habilitado para anexionarse tal territorio, pero, 
sin embargo, hace falta un especial acto jurídico- 
público para realizar la anexión, que nunca se pro- 
duce ¿pso iure. Ambos actos, la cesión y la ane- 
xión, pueden estar temporalmente separados *, 
Así, v. gr., Alsacia-Lorena fueron cedidas por 
Francia al Imperio alemán en virtud de los Preli- 
minares de Paz de Versalles del 26 de febrero 
de 1871. Pero únicamente, mediante la Ley impe- 
rial del 9 de junio de 1871, fue declarada Alsacia- 
Lorena una parte integrante del Imperio alemán 


$ Por el contrario, en virtud de la Ley del Imperio, de 
30 de marzo de 1892, han adquirido personalidad patrimonial 
(Cfr. LABAND, 1, págs. 765 y ss.), mediante la cual también 
alcanzan una subjetividad jurídica pública que responde al 
sipo institucional, pero no al tipo corporativo. 

' En principio, la incorporación puede ser intencionada o no 
hacerse en absoluto, y los territorios cedidos pueden ser reco- 
nocidos por el adquirente como Estados autónomos y, en con- 
secuencia, se puede fundar una Unión de Estados en vez de 
una incorporación. Para esto puede servir de ejemplo Lauen- 
burg entre 1875 y 1876 y Noruega después de la cesión de 
Dinamarca a Suecia en la Paz de Kiel, y la Unión Real fun- 
lada después de la guerra entre Suecia y los territorios cedi- 
dos por aquélla, 
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y los naturales de Alsacia-Lorena súbditos del Im- 
perio alemán. En el período intermedio se man- 
tuvo una situación especial durante la cual Alsacia- 
Lorena aparecía como un territorio especial con 
súbditos particulares, sometida al poder del Im- 
perio sin pertenecer al Imperio. 

Otro ejemplo de esta clase lo ofrecen Schleswig- 
Holstein en el período que se extiende desde la 
cesión de ambos países en la Paz de Viena del 
30 de octubre de 1864 por Dinamarca a Prusia, y 
Austria hasta su plena incorporación a la Monar- 
quía Prusiana en virtud de la Ley prusiana de .24 
de diciembre de 1866 y de la Patente Regia de 
12 de enero de 1867. También cae bajo este tipo 
la relación de Bosnia y de Herzegowina con Aus- 
tria-Hungría. Ambas provincias turcas no son te- 
rritorio estatal austriaco ni húngaro, y sus súbditos 
carecen de la nacionalidad austriaca y húngara. De 
otra parte, empero, el poder de Turquía sobre am- 
bas provincias no tiene contenido jurídico-público 
alguno por haber transferido la totalidad de las 
competencias de Gobierno a Austria-Hungría, a 
pesar de reservarse la soberanía. 

De esta manera, estas provincias aparecen 
frente al Imperio turco como territorios autóno- 
mos en sentido jurídico-estatal con propios súbdi- 
tos y además representados en el exterior por 
Austria-Hungría. Su vinculación con el Imperio 
turco tiene esencialmente un significado solamente 
jurídico-internacional, consistente en que Austria- 
Hungría no está habilitada para incorporarse am- 
bos territorios sin el consentimiento de la Sublime 
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Puerta y de las demás potencias signatarias del 
Acta del Congreso de Berlín. 


v 


Si es posible la existencia de configuraciones 
políticas en forma de países dependientes que sin 
ser Estados poseen dos elementos esenciales de la 
estatalidad, territorio y súbditos propios, indague- 
mos ahora si hay o no configuraciones cón propios 
Órganos cuya esencia y funciones son análogas a 
las de los órganos estatales, sin que por eso hayan 
de ser caracterizados como Estados. 

Primeramente establézcase el concepto de ór- 
gano estatal. Entendemos que órganos de Estado 
son los individuos o colegios cuya voluntad está 
llamada a realizar y crear inmediatamente la vo- 
luntad estatal o a participar en el proceso de for- 
mación y ejecución de la misma en el marco de 
las competencias legales. Cada Estado tiene órga- 
nos propios que sólo a él pertenecen, pero puede 
adoptar para su actividad los órganos de otras en- 
tidades que así adquieren el doble carácter de ór- 
ganos estatales y de órganos de las entidades. Un 
ejemplo sobresaliente de ello lo ofrecen los órga- 
nos de los municipios que realizan en su ámbito 
de competencia tareas estatales. 

Vamos ahora a investigar un número de fenó- 
menos del mundo estatal del presente para respon- 
der a la cuestión arriba formulada. 
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1) Una parte de las colonias británicas, espe- 
cialmente Canadá, El Cabo y las colonias austra- 
lianas, han sido dotadas con Constituciones par- 
ticulares por el Parlamento británico. Tienen sus 
propios Parlamentos y sólo ante ellos son respon- 
sables los gabinetes ministeriales respectivos; sus 
propios Tribunales; sus propias tropas y sus pro- 
pias flotas de guerra '*. Estos Parlamentos no son 
órganos del Imperio británico, sino órganos de la 
correspondiente colonia dotada de carácter corpo- 
rativo. El Parlamento canadiense es un Órgano ca- 
nadiense y también lo son las autoridades adjuntas 
y subordinadas al Gobernador General británico, 
regidas por Leyes canadienses y exclusivamente 
encargadas del cumplimiento de las Leyes cana- 
dienses. Estos Órganos como el Consejo Privado 
para el Canadá o el Tribunal Supremo del Canadá 
tienen formal y materialmente el círculo de com- 
petencia de los órganos estatales. Las autoridades 
canadienses ejercen bajo el Gobernador General 
todas las funciones de la administración estatal 
que incumbe en la metrópoli a las autoridades im- 
periales. Los Tribunales canadienses administran 
justicia, lo mismo que los ingleses, en nombre de 
la Reina. 

Llamar a dichos Tribunales Órganos de auto- 
administración supondría una ampliación del con- 
cepto de autoadministración ' indebida en el mun- 


16 Cfr. Topo, Parliamentary Government in the British Co- 
lonies, 2* ed., Londres, 1894, sobre las relaciones con las co- 
lonias británicas. Especialmente sobre Canadá: Munro, The 
Constitution of Canada, Cambridge, 1894. 

" Los autores ingleses hablan de «Self-government» de las 
Colonias que no se corresponde con nuestro concepto jurf- 
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do estatal actual. Además, carece totalmente del 
complemento de toda autoadministración, el con- 
trol estatal, en este caso a ejercer por Inglaterra, 
sobre un gran número de asuntos canadienses, por 
ejemplo, la jurisdicción *. 

Además, no hay duda de que el Parlamento ca- 
nadiense participa en la función estatal de legislar. 
Las Leyes canadienses son manifestación de una 
voluntad estatal. Sólo muy excepcionalmente pue- 
de una Ley británica, una Ley del Parlamento bri- 
tánico, ser promulgada para regular situaciones 
canadienses ”. El poder estatal británico ” no au- 
toriza la decisión del Parlamento canadiense como 
la decisión de una entidad comunal es confirmada 
o autorizada por el Estado, sino que su voluntad 
es un componente integrante del mismo proceso 
legislativo. La Ley canadiense se engendra, por 
eso, mediante la concurrencia de dos voluntades: 
la del Parlamento canadiense y la del Gobernador 
Británico o de la misma Corona Británica. Son, por 
ello, a la vez, actos de voluntad británicos y cana- 
dienses. La decisión legislativa tomada por el Par- 
lamento es, por tanto, un componente inmedia- 


dico de autoadministración, sino que es esencialmente una cate- 
goría política. 

" Sobre el débil control de las Colonias por Gran Bretaña, 
Tonn, pág. 29, y Munro, págs. 265 y ss. 

'* Topo, págs. 209 y ss., y MUNRO, págs. 265 y ss . 

* Por regla general, el Gobernador General sanciona las 
leyes en nombre de la Reina, aunque tiene que enviarlas en 
tales casos al Gobierno inglés, que en el plazo de dos años, 
«ex nunc» puede dejar sin efecto su vigor legal a través de la 
decisión de la Reina. Determinadas especies de leyes deben 
ser sometidas a la directa sanción regia (British North AÁme- 
rica Act,, 30 Vict, cap. 3, arts. 54-57), Tonp, págs. 155 y ss., 
MUNRO, págs. 271 y ss. 
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tamente integrante de la formación de voluntad 
estatal y por esto debe ser adoptada por el Parla- 
mento canadiense como órgano estatal, que con- 
forme a la concepción jurídica inglesa es un factor 
equivalente a la Corona en cuanto'a la legislación 
se refiere. Este órgano estatal, empero, no perte- 
nece al Estado británico, sino al Canadá, y no está 
encargado de asuntos del Imperio británico, sino 
que ejerce funciones del Canadá. 

Las Leyes canadienses no son equivalentes a las 
Leyes británicas ”. Rigen solamente dentro de los 
límites establecidos por las Leyes imperiales y, en 
caso de colisión, el juez debe aplicar, no el Dere- 
cho canadiense, sino el inglés. Las Leyes canadien- 
ses tienen, por tanto, gran similitud con las Le- 
yes territoriales alemanas, de las cuales se diferen- 
cian en que en Alemania están completamente se- 
parados el legislador del Imperio y el legislador 
del País. Mayor puede ser la analogía de éstas 
con las Leyes territoriales de Alsacia-Lorena. Pero 
también se distinguen de éstas por la esfera de su 
competencia, de manera que incluso pueden ha- 
cerse modificaciones de la Constitución mediante 
Leyes canadienses dentro de ciertos límites. 

A pesar de su Parlamento y de sus otros órga- 
nos, Canadá no es, en modo alguno, un Estado. 
Canadá posee, ciertamente, su propio territorio, 
sobre el cual, por sus órganos le corresponde ejer- 


31 Cfr. la exhaustiva investigación sobre las relaciones de 
las leyes coloniales con las leyes imperiales en Dicer, Intro 
duction to tbe Study of tbe law of the Constitution, 3. ed., 
Londres, 1889, págs. 97-113. 
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cer un derecho de Gobierno. No hay, sin embargo, 
una nacionalidad canadiense distinta de la nacio- 
nalidad británica. Cada británico, sin más, está 
dotado por el simple hecho de su establecimiento 
en Canadá, de todos los derechos de un canadien- 
se, e, igualmente, cada natural de Canadá lo está 
de los del súbdito de todo el Imperio británico ? 
También en este sentido la relación del Canadá 
con Gran Bretaña es análoga a la de Alsacia-Lo- 
rena con el Imperio alemán. Lo más importante 
para la determinación del carácter de Canadá es, 
sin embargo, la ausencia de un poder estatal supe- 
rior, distinto del británico. El poder superior so- 
bre Canadá radica en la Corona Inglesa, que lo 
ejerce a través de un Gobernador General nombra- 
do periódicamente, y que es responsable de su ges- 
tión ante el Parlamento británico Y. Este Gober- 
nador es un funcionario británico, no un funcio- 
nario de la Colonia. Por eso, cuando frecuente- 
mente se habla en la literatura política de que las 
Colonias dotadas con instituciones representati- 
vas constituyen con Inglaterra unos Estados Fede- 
rados o una «federación imperial», consideramos 
esta denominación jurídicamente incorrecta. Solla- 
mente hace falta para comprobarlo realizar la 


12 Pueden rose realizarse naturalizaciones en las Call» 
nias sobre la base de las leyes coloniales, mediante ls aulhas 
los extranjeros adquieren solamente en el interior de la Galo 
nia los derechos del natural. Naturalization Act (33 Wi, a» 
plis 14, art. 16). Cfr. también Topp, págs. 293 y se 

El Gobernador de la Colonia depende del Seca de 
Estado británico para las Colonias, el cual es asimila map» 
sable ante el Parlamento británico de todos los ata dill >> 
bernador (cfr. Topp, pág. 107). Sobre la SA 
Gobernador, MUNRO, pág. 179. 
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prueba arriba mencionada. Elimínense las relacio- 
nes de Inglaterra y Canadá de las Instituciones 
canadienses y Canadá no será un Estado, sino una 
anarquía. Si hoy Inglaterra se retirase totalmente 
de Canadá, desaparecería el Gobernador, y, por 
ello, el Estado carecería de cabeza y de ejecutivo. 
Canadá debería, por ello, en tal caso, constituirse 
como Estado, y ante todo elegir qué forma de Es- 
tado optar, si Monarquía o República. Porque por 
la mera desaparición del poder británico no sería 
ni uno ni otro. Canadá, en consecuencia, no es un 
Estado, sino un fragmento de Estado. Tiene órga- 
nos estatales, que lo hacen exceder del tipo de 
una entidad comunal sin poder prestarle pleno ca- 
rácter estatal. 


2) La posición actual de Islandia respecto de 
Dinamarca descansa en las Leyes danesas de 2 de 
enero de 1871 y en la Constitución para Islandia 
otorgada por el Rey de Dinamarca el 5 de enero 
de 1874*%. Para los asuntos islandeses especiales 
existe una legislatura y una administración distinta 
de la danesa. La función de legislar es ejercida por 
el Rey junto con el Parlamento islandés, el Alting; 
el gobierno se ejerce por el Rey a través del Minis- 
tro danés para Islandia, que es responsable ante el 
Alting del cumplimiento de la Ley Constitucional. 
El poder local, por' tanto, incumbe al Gober- 
nador del País para Islandia (Landeshauptmann), 
nombrado por el Rey bajo la responsabilidad mi- 


* Goos-HANSEN, «Das Staatsrecht des Kónigreiches Dine- 
mark», en Marquardsens, Handbuch des ¿ffentlichen Rechts, 
páginas 154 y ss. 
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nisterial, y que representa al Gobierno ante el Al- 
ting. Islandia tiene, además, propios tribunales 
que aplican las Leyes islandesas, aunque el más 
alto Tribunal danés constituye la suprema instan- 
cia para Islandia. Una modificación de la Constitu- 
ción islandesa debe tener lugar en el futuro sola- 
mente con el consentimiento del Alting, bajo for- 
malidades más rígidas. A pesar de estas institucio- 
nes especiales, como la Ley de 2 de enero de 1871 
expresa claramente, Islandia es una parte insepara- 
ble del Estado danés, con específicos derechos te- 
rritoriales %. No existe una vecindad peculiar is- 
landesa. Las Leyes islandesas son sancionadas por 
el Rey de Dinamarca, no por un soberano especial 
islandés. La cartera del Ministro para Islandia está 
de hecho unida con la del Ministro danés de Jus- 
ticia %, y el Gobernador del País es un órgano del 
Estado danés. El Alting, sin embargo, es un órga- 
no islandés, y, como participante en el poder legis- 
lativo estatal, tiene carácter de órgano de Estado, 
por ello Islandia se corresponde con el tipo de 
fragmento de Estado ”. 


3) Los Reinos y Países austriacos * han recibi- 
do estatutos de País a través de la Constitución de 


» Art. 1* Texto en DaArEsTE, Les Constitutions modernes, 


, pág. 80. 
% Goos-HANSEN, pág. 45. 
” Las Colonias danesas en las Indias Occidentales han re- 
cibido una organización análoga, sin embargo, distinta en al- 
gunos aspectos, a través de la Ley Colonial de 27 de no- 
viembre de 1863. Goos-HANSEN, págs. 162 y ss. 

3 Cfr. ULmricm, Lebrbuch des óffentlichen Staatsrechts, 
>áginas 296 y ss. JELLINEX, Staatenverbindungen, pág. 77, LINGG 
Prager), Juristische Vierteljabresscbrift. Y. 28, Viena, págs. 67 
Ts. 
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26 de febrero de 1861, los cuales tienen el carác- 
ter de Leyes fundamentales para el País en cues- 
tión ?. Esos Estatutos de País enlazan con las con- 
diciones constitucionales existentes hasta 1848, 
En los países austriacos se habían conservado esta- 
mentos cuya competencia, sin embargo, había lle- 
gado a limitarse bastante. Tales estamentos fueron 
reinstaurados, o establecidos, después de 1815, 
en los demás países adquiridos o recuperados, 
como el Tirol, Galitzia, Carniola y Salzburgo. 

El Estado austriaco se ha formado mediante el 
hecho de que el Señor de los respectivos territo- 
rios fusionó los distintos poderes monárquicos, que 
desde la Pragmática Sanción se habían refundido 
inseparablemente en él, a través de la creación y 
formación de instituciones unitarias, de manera 
que tales poderes formasen una unidad interna. 
Por eso Austria está gobernada hoy, exclusiva- 
mente, por un único Emperador, que aún lleva 
los títulos señoriales de los respectivos territorios, 
en recuerdo del origen de su poder, y que puede 
presentarse siempre como Monarca del Estado in- 
tegral, pero jamás como Soberano de un solo País. 
Eso se constata, ante todo, en el hecho de que los 
países no tienen un poder ejecutivo autónomo 
nombrado por el Señor del País, y a él subordina- 
do inmediatamente. Todas las autoridades estata- 
les dependen del Ministerio austriaco; son en su 
totalidad autoridades imperiales y reales, es decir, 


P Patente de 26 de febrero de 1861, 111: «Nos... otorga- 
mos a cada Estatuto de País y a cada Ley electoral de la 
mara del País para este respectivo País la fuerza de una 
Ley Fundamental del Estado.» 
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autoridades del Estado integral, y no autoridades 
del País. El Administrador general o Presidente 
del País, que está en el vértice de la Administra- 
ción, es un funcionario subordinado al Ministerio, 
y responsable solamente ante éste. 

Sin embargo, el carácter estatal de los países 
austriacos se ha conservado en un punto o, más 
bien se ha vivificado nuevamente. En virtud de los 
Estatutos de País, tienen Cámaras territoriales 
que muestran un doble carácter. En primer lugar, 
son la representación del País en su calidad de en- 
tidad local superior. En este sentido toman deci- 
siones autónomas que, o bien inmediatamente o 
bien en virtud de sanciones imperiales adquieren 
fuerza legal y tienen un órgano ejecutivo, el Co- 
mité del País, elegido en su seno, y que funciona 
bajo la presidencia del Presidente del País, nom- 
brado por el Emperador; este Presidente lleva 
nombres distintos en cada País. Además, las Cá- 
maras son la representación parlamentaria para la 
participación de los países en la legislación de su 
competencia. En Austria existen también, en histó- 
rica ligazón con las antiguas circunstancias, dos 
clases de Leyes: Leyes territoriales y Leyes imperia- 
les, que no se relacionan las unas con las otras, se- 
gún el uso alemán, es decir prevalencia de la Ley 
Imperial sobre la territorial, sino que están total- 
mente equiparadas. Aunque el ámbito de las Leyes 
territoriales, según la Constitución actual, esté es- 
trechamente limitado, la territorial es la regla de 
principio (en virtud de la modificación del Estatuto 
del Consejo Imperial, a través de una Ley funda- 
mental de 21 de diciembre de 1867), de modo que 
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todos los asuntos legislativos que no hayan sido 
expresamente atribuidos al Consejo Imperial tienen 
que ser tratados constitucionalmente en las Cá- 
maras territoriales. Ahora bien, estas Leyes del País 
son fenómenos sumamente extraños, jurídicamente 
hablando, que no han sido hasta ahora suficiente- 
mente aclarados ni investigados, en su carácter, 
por los tratadistas austriacos. No es exacto deno- 
minarles actos de autonomía provincial, no siendo 
la provincia sujeto de la legislación. Son sanciona- 
das por el Emperador, publicadas por el Poder Im- 
perial y refrendadas por los Ministros que son res- 
ponsables de la legislación del país, exclusivamen- 
te ante el Consejo Imperial. Por otra parte, no se 
pueden considerar las Leyes del País el resultado 
de una delegación emanada de la legislación impe- 
rial Y; esto iría muy en contra del desarrollo his- 
tórico de la Monarquía: el legislador del País ha 
creado al legislador del Imperio —y no al revés—. 
Las Leyes del País tienen, por tanto, un doble 
carácter: son al mismo tiempo actos del Imperio 
y del País. El acto legislativo del Emperador nece- 
sita el consenso de la representación del País; de 
esta manera participa el País, representado por la 
Cámara territorial, en el derecho de legislar, que 
incumbe al Emperador. La legislación del País es 
ciertamente en todo su proceso una función esta- 
tal, y todos los órganos participantes en el proceso 
son, sin duda, órganos estatales. Uno de estos ór- 
ganos, empero, la Cámara territorial, no es órgano 


” Los no participan como partes del Estado, según 
pretende ro págs. 31 y ss., sino como entidades eo 
al Estado, en la legislación territorial. 
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del Imperio, sino exclusivamente del País *., Los 
Reinos y Países austriacos tienen, según lo dicho, 
y sin ser Estado, órganos de Estado, y en virtud 
de esta particularidad se incorporan a la categoría 
de los fragmentos de Estado. 


4) Son parecidas, pero no del todo, las condi- 
ciones que presentan los territorios de Norteamé.- 
rica Y. Había dos etapas para su organización an- 
tes de ser elevados a la categoría de Estados. En 
la primera fase eran simples provincias de la 
Unión, que recibieron del Estado Central, para su 
administración y jurisdicción, funcionarios (Gober- 
nadores y jueces), nombrados por el Presidente de 
la Unión con el consentimiento del Senado. Pero 
los territorios fueron considerados como «inchoate 
States», Estados en trámite, por eso recibieron 
posteriormente, cuando llegaron a la segunda fase, 
una propia representación popular que ejerció limi- 
tadamente las funciones legislativas del territorio, 
según las condiciones estipuladas por la Unión *. 
Las decisiones de estas legislaturas estaban sujetas, 
en los casos anteriores, al veto absoluto del Go- 
bernador —y en alguna ocasión a la aprobación del 
Congreso—, mientras que hoy, en los tres territo- 


3 Hasta la reforma electoral de 1873, la delegación de los 
Diputados en el Consejo Imperial ejercía funciones de un ór- 


imperial. 
ME las obras arriba ci y además RUTTIMANN, Das 
nordamerikanische er slim did II, 2, págs. 236 y ss. 


2, 
SCHLIEFF, «Die staatsrechtliche Stellung der Territorien», en 
Archiv fr Offentlichbes Recbt, YV, págs. 314 y ss. 
Y Así no puede reunirse más de sesenta díaz al año, porque 
las dietas de los miembros corren a cargo de la caja de la 
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rios todavía existentes *, y que están en el grado 
superior, el Gobernador nombrado por la Unión 
tiene solamente un veto suspensivo frente a los 
actos de la legislatura territorial; para Nuevo Mé- 
jico y Arizona se prescribe, además, la presenta- 
ción de esos actos al Congreso para su aproba- 
ción W. En este grado, los territorios están organi- 
zados ya como futuros Estados: tienen su territo- 
rio, súbditos propios, cuya situación jurídica se 
basa en Leyes territoriales. Pero estos territorios 
no corresponden al concepto jurídico público de 
Estado, porque solamente tienen un órgano de 
Estado, ciertamente legislativo, pero la adminis- 
tración y la jurisdicción la ejercen Órganos de la 
Unión. Por eso estos territorios ya configurados se 
encuadran en la categoría de fragmentos de Estado. 


5) La opinión dominante sobre el País de Im- 
perio Alsacia-Lorena afirma que no es un Estado, 
sino solamente una provincia del Imperio alemán. 
De hecho no existe ninguna soberanía territorial 
de Alsacia-Lorena que se diferencie de la del Impe- 
rio; tampoco existe una nacionalidad de los habi- 
tantes del País que sea análoga a la nacionalidad de 


Nuevo Méjico, Arizona, Oklahoma. 

» Comunicación del señor FARRAND, autor de una monogra- 
fía sobre los territorios, que se publicará en breve. 

Se trata de un informe del señor M. FARRAND en Newarts, 
autor de una monografía sobre los territorios, que está a punto 
de publicarse. No obstante, el Gobernador se considera como 
órgano del Poder legislativo (von Host, pág. 100, nota 2) —a 
diferencia de prescripciones similares en la Unión y en los Es- 
tados—, y se presenta como representante del derecho legis 
lativo de la Unión en los territorios de la Cámara de Dipu- 
tados de la Unión. Los territorios son representados cada uno 
por un Diputado sin voz. 
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los súbditos de los Estados miembros alemanes; 
todos los derechos que emanan de la pertenencia a 
un Estado miembro afectan a todo alemán domi- 
ciliado en Alsacia-Lorena, lo que quiere decir que 
resultan de la pertenencia al Imperio, no de la 
pertenencia al País *. Una parte de los especialistas 
de Derecho Público, entre ellos Laband*” y Há- 
nel *, niegan a Alsacia-Lorena, País de Imperio, 
toda personalidad jurídico pública, mientras que 
otros, principalmente G. Meyer ” y Loening * le 
reconocen el carácter de una Entidad provincial. 

El hecho de que el País de Imperio posea una 
personalidad autónoma resulta de la tenencia de un 
fisco * propio, que indudablemente caracteriza a 
una comunidad, no sólo como sujeto de derecho 
privado, sino también como sujeto jurídico públi- 
co de derechos patrimoniales *. La función que 
lleva a cabo el Comité del País Alsacia-Lorena, se- 


% Cfr. Lamano, 1, págs. 690 y ss. La vecindad territorial 
especial de Alsacia-Lorena, que admiten LEoN1, de acuerdo con 
su visión de que Alsacia-Lorena es un Estado (Das offentli. 
che Recht von Elsass-Lotbringen, 1, pág. 17), y G. MEYER 
(Staatsrecht, pág. 194) carece de contenido sobre la base de la le- 

islación actual. 

* 1, pág. 680 

* 1, pág. 830. 
> Staatsrecht, pág. 4 

* Lebrbuch des pi Verwaltungsrechts, pág. 77. 

* Negada por HANEL, pág. 834, en contradicción con las 
circunstancias reales. Compárese al respecto lo acertadamente 
expuesto en G. MeYEz, Staatsrecht, pág. 414 en nota. 

% Cfr. O. Marer, Deutsches Verwaltungsrecb, L, págs. 142 

ss. (Hay traducción española, Buenos Aires, 1949-1951); 
LE System der subjektiven Offentlichen Recbte, págs. 56 
y ss. Esta personalidad del País de Imperio es de índole insti- 
tucional y no corporativa. La finalidad de esta persona le 
viene atribuida por la voluntad del Imperio. 
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gún la Ley Imperial de 2 de mayo de 1877, sobre- 
pasa la de una entidad provincial. Este Comité, que 
surge de elecciones de las entidades comunales 
* del País de Imperio (distritos, comarcas y mu- 
nicipios), colabora con la legislación de Alsacia- 
Lorena, al igual que una representación popular; 
las Leyes del país las aprueba el Emperador con el 
consenso del Consejo Federal, y del citado Comité 
del País. No hay unanimidad sobre la naturaleza 
legal del Comité del País entre los que niegan el 
carácter estatal a Alsacia-Lorena. Para unos es Die- 
ta Provincial %, para otros, Órgano del Imperio, es 
decir una Dieta Imperial especial, representante 
de la Dieta del Imperio *. Ninguna de las opinio- 
nes es correcta. Una mera representación provin- 
cial puede tomar decisiones en cuanto a sus pro- 
pios asuntos; pero no puede, como tal, participar 
en las funciones legislativas estatales. La teoría 
de la Dieta Imperial especial se muestra como con- 
secuencia lógica de la opinión de que el País Im- 
perial especial no tiene personalidad. Es un re- 
buscado artificio, consecuencia de la estricta apli- 
cación del método deductivo, que no explica nada. 
Sin duda, el Comité del País sustituye a la Dieta 
del Imperio, pero, no obstante, no ejerce ninguna 
representación, porque el mero hecho histórico de 
la sustitución no conduce a una representación ju- 
rídica. No hay ninguna relación jurídica entre la 
Dieta del Imperio y el Comité del País. Es más, 
esta no se prueba de ningún modo por el hecho 


“ G. MEYER, rl pr 424. 
 Lapano, loc. cit., 1, pág. 7 06, y Hínez, loc. cit., págs. 831 
y ss, 
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de que de ahora en adelante las Leyes territoriales 
de Alsacia-Lorena puedan ser dadas por el legis- 
lador imperial. Pensar en una representación del 
pueblo alemán a través del Comité del País conduce 
a construcciones muy complicadas y, además, prác- 
ticamente sin ningún valor *. La relación entre el 
Comité del País y la Dieta del Imperio recuerda 
mucho la de las legislaturas coloniales británicas 
con el Parlamento inglés; aquéllas sustituyen a 
éste, sin ser de ninguna manera sus representan- 
tes. El Comité del País no es el representante de 
la Dieta del Imperio, y tampoco lo es del pueblo 
de Alsacia-Lorena. Es más bien representante par- 
lamentario de las entidades comunales de País de 
Imperio, dotadas de derecho electoral, apareciendo 
el País de Imperio mismo como su unidad; la idea 
dominante en la antigua Inglaterra, según la cual 
en la Cámara Baja no se representan los individuos, 
sino las «communitates», resurge en Alsacia-Lore- 
na. Por eso, el Comité del País no es un órgano del 
Imperio, sino órgano del País de Imperio, como 
unión corporativa que ha recibido su organización 
a través del mismo Comité del País. El hecho de 
que las funciones del Comité de País puedan en 
todo momento ser restringidas a través de una 

imperial, no prueba la calidad del Comité del País 
como órgano del Imperio, ni tampoco la incumben- 
cia de un Estado para la creación o abolición de 
órganos comunales atribuye a éstos el carácter de 


S Así deberían, por ejemplo, considerarse los electores al- 
saciano-lorenneses como representantes de todos los electores 
alemanes. 
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Órganos del Estado *. El Comité del País no es, en 
virtud de su participación en las funciones esta- 
tales de la legislación, un órgano de una Entidad 
provincial, sino un órgano del Estado. Merced a él, 
Alsacia-Lorena adquiere el carácter de fragmento 
de Estado, del mismo tipo que las configuraciones 
consideradas anteriormente, dada la analogía de los 
fenómenos que muestra. 


6) Los Ducados de Sajonia, Coburgo y Go- 
tha * forman un sólo Estado Federado del Imperio 
alemán. La organización de este Estado está regu- 
lada por la Constitución común de 3 de mayo de 
1852; según ella, en la cúspide del Estado, como 
Órgano superior unitario en sentido jurídico está 
el Duque, que .gobierna mediante un Ministe- 
rio perteneciente al Estado integral, y la Adminis- 
tración que le está subordinada. Los asuntos espe- 
ciales de ambos Ducados se tramitan a través de 
departamentos propios del Ministerio del Estado, 
bajo la dirección unitaria de un Ministro de Esta- 
do. No obstante, existen para cada una de ambas 
regiones Dietas particulares que forman una Dieta 
común para los asuntos comunes. Solamente se 
puede llevar a cabo una modificación de la com- 
petencia de la Dieta común o una modificación de 
las Leyes básicas del Estado, mediante el consenso 
de la mayoría de los Diputados de cada una de 
las Dietas particulares. El derecho a sancionar a los 


% Sobre este punto, también es correcta la interpretación 
de LeEon1, loc. cit., pág. 61. 

1 Cfr, ForKEL, «Das Staatsrecht der Herzogtiimer Sachsen- 
Koburg und Gotha», en Marquardsens, Handbuch des úffent- 
lichben Rechts, UI, 11? págs. 113 y ss. 
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funcionarios del Estado por violación de la consti- 
tución incumbe a cada Dieta particular, dentro de 
su competencia. Los dos Ducados no son, como se 
ha dicho, Estados unidos por una Unión Real, sino 
que forman un Estado unitario “*. No existe un 
poder estatal propio de Coburgo y de Gotha, ni 
una nacionalidad especial de los súbditos de uno 
y otro”, Las dos Dietas sí tienen carácter de ór- 
ganos de Estado no pertenecientes al Estado inte- 
gral, sino a cada uno de los dos Ducados, carentes 
por lo demás del carácter de Estado. Por eso tam- 
bién son fragmentos de Estado. 


vi 


Respecto de las formaciones anteriormente tra- 
tadas domina la opinión de que no son Estados; 
procede, finalmente, ahora investigar dos territo- 
rios cuyo carácter estatal es afirmado por unos y 
negado por otros con pareja energía. 


1) La situación del Reino de Croacia-Eslavo- 
nia en el seno de los países de la Corona Húngara 
difiere totalmente de todos los fenómenos analiza- 
dos hasta ahora. Desde su unión con Hungría, 
Croacia-Eslavonia ocupaba una posición especial 
dentro del Estado húngaro, con instituciones pro- 


“ Cfr. JELLINEX, Staatenverbindungen, págs. 208 y 
en Grinmbuts Zeitschrift fúr das Privat- und ofHeniliche Re 
der Gegerwart, XI, pág. 138. 
* Ley de 8 de abril de 1879, $ 1 (Sróxrx, rica 
deutschen Verfassungen, pág. 444); ForxEL, pág. 122 
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pias y separadas de las del Estado integral. Se 
la considera como territori accessoriuim, como 
pars anexa de la Corona de San Esteban, y su 
relación con el territorio principal se estima como 
una incorporatio minus plena o como unio realis 
inequali iure, Después del reconocimiento de 
la independencia húngara por parte de Austria, 
mediante las Leyes de 1867, fueron reguladas de 
nuevo las relaciones de este Estado con el país ve- 
cino y, además, entre Hungría y Croacia-Eslavonia; 
sobre la base de un acuerdo contractual. El artícu- 
lo 30 de la Ley húngara del año 1868 y el para- 
lelo artículo 1.” de la Ley croata del mismo año, 
forman, como resultado de este acuerdo *!, la base 
constitucional de la posición jurídica actual de Croa- 
cia. Por parte croata, polemizando con mis tesis, 
se ha mantenido por Pliveric* el criterio de que 
Croacia está unida a Hungría solamente por lazos 
contractuales y que, por ello, es un Estado sobe- 
rano * 

De acuerdo con su situación actual, Croacia tiene 
no sólo una Asamblea propia que colabora en la 


2 Sobre las antiguas relaciones jurídico- públicas de Cros 
cia cfr. A. V. VirosziL, Das Staatsrecht E Kónigreiches Un- 
gern, 1, págs. 148 y ss., IL, págs. 383 

a) Imp: reso en STRINBACH, "Die ha Verfassungsgeset- 
ze, 22 SL págs. 103 y ss. 

2 Die Lebre von den Staatenverbindungen, pág. 76. 

» JELLINEK-PLivErIC, Das rechbtliche Verbáltnis Kroatiens 14 
Ungarn, 1885, PiiverIC, Beitráge zum Ungarisch-Kroatischen 
Bundesrecbt, 1886; además, cfr. JELLINEK, Krit. Vierteljabres- 
scbrife fir Gesetzgebung, 1889, págs. 327 y ss. (reproducido en 
Ausgewiblte Scbriften und Reden_ von la Jellinek, Berlín, 
1911, reproducción 1970, II, págs. 453, N. de T.), PLivERIC, 
Der Kroatische Staat, 1887, cfr. también Trezner, en Grúnbuts 
Zeitschrift, XX, págs. 712 y ss. (Cfr. an Scbriften nd 
Reden, citado, págs. 448 y ss., N. de T.). 
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legislación territorial en mayor medida que las 
de los Países austriacos, sino también un Gobierno 
a cuya cabeza se encuentra el Ban, responsable ante 
la Asamblea, y que se divide en los Departamentos 
del Interior y Asuntos Presupuestarios, de Culto 
e Instrucción y de Justicia. Croacia tiene también 
sus propios tribunales, que juzgan de acuerdo con 
las Leyes croatas, y que son independientes de 
los tribunales húngaros. Hacia el exterior, y tam- 
bién frente a Austria, todos los países de la Corona 
Húngara forman una sola comunidad estatal, cuyo 
Rey accede a la plenitud de sus regias potestades 
a través de un sólo y mismo acto de Coronación. 
Los asuntos considerados en la Ley paccionada más 
arriba mencionada, como común a Hungría y Croa- 
cia tienen, en verdad, naturaleza unitaria, porque 
son evacuados por un Parlamento integral de ca- 
rácter unitario, en el cual los representantes croatas 
tienen asiento y voz, pero en tan escaso número que 
su voto puede ser superado, y porque el Gobierno 
unitario húngaro, que dirige la administración de 
estos asuntos, responde ante la Asamblea húnga- 
ra *, Por otra parte, sin embargo, se prohíbe toda 
modificación en las relaciones jurídico-públicas es- 
tablecidas entre Croacia y Hungría, sin el expreso 
consentimiento de la Dieta croata. 

Aunque, merced a estas disposiciones, Croacia 
parezca estar muy cerca del tipo «Estado», no es, 
sin embargo, un Estado. Le falta un elemento capi- 


% Decisivo para este conocimiento son las relaciones reales 
de poder, no las teorías jurídico-públicas sobre la ley paccio- 
nada húngaro-croata que, como tantas leyes húngaras, aporta 
buena prueba de su ambiguo contenido legal. 
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tal: los propios súbditos. De acuerdo con el artícu- 
lo 30 de la Ley húngara de 1868 *, la nacionali- 
dad de los diversos países de la Corona Húngara 
es una y la misma. No hay, por tanto, unos 
súbditos especiales de naturaleza territorial croata. 
Así, para el ejercicio del derecho político de voto 
es llamado el súbdito del Estado húngaro domici- 
liado en un municipio croata Y, Tampoco el dere- 
cho personal de los nobles a tener voz en la Asam- 
blea territorial depende de una nacionalidad terri- 
torial, sino del conocimiento de la lengua croata 
y de la propiedad de bienes raíces en Croacia ” 
Además, la organización financiera de Hungría y 
Croacia es común, esto es, húngara. Croacia obtie- 
ne los medios financieros para su administración 
autónoma de un fisco común sobre la base de su 
capacidad tributaria, de manera que no aparece el 
territorio como personalidad separada en lo patri- 
monial. Las contribuciones especiales, como las 


5 Parágrafo 1. 

% PurveErRIC en Jellinek-Pliveric, loc. cit., págs. 36 y ss. y 
72 y ss. trata de deducir una nacionalidad neritostal. croata 
en analogía con la nacionalidad de los Estados miembros en 
el Estado Federal, cuyo único contenido consiste en el ejer- 
cicio del derecho político de sufragio. De la sola existencia del 
derecho político de sufragio no puede deducirse la existencia 
de una especial nacionalidad, como demuestra Alsacia-Lorena, 
donde los alemanes domiciliados en el lugar gozan del dere- 
cho de sufragio en las representaciones municipales, y con 
ello en el Comité del País, sin por ello contar con una especial 
nacionalidad territorial de Alsacia-Lorena. También TEZNER, 
loc. cit. 737, afirma la existencia de una especial nacionali- 
dad croata, lo que expresaría certeramente el espíritu de las 
relaciones húngaro-croatas, pero que tampoco sería categórico 
respecto a la naturaleza jurídica de Croacia. 

% Ley croata de 24 de septiembre de 1888, $ 2, en SrEm- 
BACH, pág. 125. 
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que pueden ser establecidas por los Países austria- 
cos, mediante Leyes territoriales, escapan a la 
competencia de la Dieta croata. Todavía más im- 
portante para el recto conocimiento de la posición 
de Croacia es lo siguiente: Croacia ciertamente po- 
see, junto a su Dieta, su propio Gobierno territo- 
rial, cuyos miembros, con el Ban a la cabeza, son 
órganos croatas; pero el poder estatal supremo, al 
que estos Órganos están subordinados, nunca puede 
actuar independientemente. Y la condición de Rey 
de Croacia está de tal manera unida con la de Rey 
de Hungría que aquél jamás puede, sin ésta última, 
realizar acto alguno de gobierno. Todos los actos 
regios croatas, referentes tanto a la legislación co- 
mo a la administración, requieren un doble re- 
frendo, el del Ministro croata-eslavón-dálmata en 
Budapest y el del Ban. Este Ministro lo es sin carte- 
ra y sirve de lazo de unión entre el Ministerio hún- 
garo y el Gobierno territorial croata y, en esta cali- 
dad, somete al Rey las propuestas del Ban sin 
introducir en ellas modificación alguna. También 
es miembro del Ministerio húngaro y, por ello, res- 
ponsable ante la Asamblea húngara de que los asun- 
tos croatas no sean evacuados de manera contraria 
a la legalidad paccionada de las relaciones de la 
comunidad de intereses con Hungría. Este Minis- 
tro es, por tanto, Órgano de Estado de todos los 
territorios de la Corona Húngara y no un órgano 
especial croata. Por otra parte, el Ban es nombrado 
por el Rey, previa presentación y bajo el refrendo 
del Ministro-Presidente húngaro. Es, por tanto, 
el Rey de todos los territorios de la Corona de 
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S Pará 1. 

% PrrverIC en Jellinek-Pliveric, loc. cit., págs. 36 y ss. y 
72 y ss. trata de deducir una nacionalidad territorial croata 
en analogía con la nacionalidad de los Estados miembros en 
el Estado Federal, cuyo único contenido consiste en el ejer- 
cicio del derecho político de sufragio. De la sola existencia del 
derecho político de sufragio no puede deducirse la existencia 
de una especial nacionalidad, como demuestra Alsacia-Lorena, 
donde los alemanes domiciliados en el lugar gozan del dere- 
cho de sufragio en las representaciones municipales, y con 
ello en el Comité del País, sin por ello contar con una especial 
nacionalidad territorial de Alsacia-Lorena. También TEZNBER, 
loc. cit. 737, afirma la existencia de una especial nacionali- 
dad croata, lo que expresaría certeramente el espíritu de las 
relaciones húngaro-croatas, pero que tampoco sería categórico 
respecto a la naturaleza jurídica de Croacia. 

% Ley croata de 24 de septiembre de 1888, $ 2, en SrEInN- 
BACH, pág. 125. 
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San Esteban quien nombra al jefe del Gobierno te- 
rritorial croata. En consecuencia, el Rey de Croacia 
no puede, independientemente de su condición de 
Rey de Hungría, conducir el Gobierno de Croacia. 
Corresponde a una de las características esenciales 
del Estado, el que su poder supremo tenga una 
esfera de competencias libres, autónomas e indepen- 
dientes; no es, empero, un soberano independiente 
quien no puede dar un paso sin su condición de 
Monarca de otro Estado. Es, en consecuencia, erró- 
neo calificar la relación entre Hungría y Croacia 
como una «Unión Real», y situarla bajo el mismo 
tipo que la relación de Austria con Hungría o Sue- 
cia con Noruega. El Rey de Hungría es, respecto 
de los asuntos específicamente húngaros, tan in- 
dependiente del Emperador de Austria como el Rey 
de Noruega lo es respecto del de Suecia, en cuanto 
a las cuestiones noruegas. El Rey de Croacia, por 
el contrario, está tan íntimamente unido con el 
Rey de Hungría, que sin éste último no puede llevar 
una existencia jurídica individual. Así, por muy 
desarrollada que esté la organización estatal de 
Croacia no es, en modo alguno, completa”. Por 
eso Croacia no es un Estado sino un fragmento de 
Estado muy desarrollado. 


* Este conocimiento coincide con la realidad política que 
un objetivo observador francés caracteriza del modo siguien 
te: «Un pays qui regoit de Vétranger le chef du pouvoir exé- 
cutif et voit son existence économique absorbée dans cele 
d'un peuple voisin, eút-il par ailleurs une constitution respec- 
tueuse de la tradition nationale, en fait ne s'appartient pas.» 
LoIseEau, «L'Hongrie et Popposition croate», Revue des dex 
Mondes, t. 101, pág. 106. 
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2) El Gran Principado de Finlandia * forma- 
ba, hasta la Paz de Friedrikshamm de 17 de sep- 
tiembre de 1809 una parte integrante del Reino 
de Suecia. En esta Paz, Suecia reconoció la incor- 
poración de Finlandia a Rusia, ya antes decidida por 
ésta %. Ya en el transcurso de la guerra, el Em- 
perador de Rusia, Alejandro I, había comunicado 
al pueblo ruso la perenne unión de Finlandia a 
Rusia en el manifiesto de 20 de marzo/1 de abril 
de 1808, después de haberlo comunicado a las 
otras potencias, mediante la circular de 16/28 de 
marzo. En el Manifiesto de 5/17 de julio declaraba 
el Emperador a los finlandeses que «los habitantes 
de la hoy conquistada Finlandia tienen desde ahora 
un lugar entre las Naciones sujetas al cetro ruso» *, 
Más tarde, sin embargo, el Emperador decidió no 
gobernar Finlandia como si se tratara de una pro- 
vincia rusa, y para ello convocó la Dieta territorial, 
sobre la base de las normas reguladoras de la Dieta 


” Sobre la posición jurídicopública de Finlandia, cfr. Mk- 
cueLin, «Das Staatsrech des Grossfúrstentums Finnland», en 
Marquardsens Handbuch des úfflentl. Rechts., YV, 21, págs. 245 
y ss. El mismo, La question finlandaise, Helsingfors, 1883. El 
mismo, Bemótande i fragon om Finnlands statsrátliga stellning, 
Helsingfors, 1894; DANIELSON, Finnlands Vereinigung mit dem 
russischen Reiche, Helsingfors, 1891 (contra Oxbm, Finnlands 
piratas Vta (Prokoriennie Finnljendis, 1889); SCHYBERGSON, 
«Geschich », en HeerEN-Ucgerr, Geschichte der eu- 
ropáischen Staaten, 1896, págs. 515 y ss.; É. y. MarTtENS, Vól- 
kerrechbt, 1, pág. 246; KORKUNOFF, Russkoje Gossudarstoennoje 


Pravo, L 1 San Petersburgo, 1893. 

* Art. IV. les Gouvernements appartiendront désor- 
mais en toute propriété et. souveraineté á P Empire de Russie 
et lui restent incoporés. 

“ SCHYBERGSON, pág. 521. 
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sueca %, juró ante ella las Leyes Fundamentales 
del País, y prometió gobernar de acuerdo con las 
mismas. Además, incorporó a sus títulos ya existen- 
tes el de Gran Príncipe de Finlandia. Sobre la base 
de esta Constitución goza Finlandia de mucha ma- 
yor autonomía que las configuraciones anterior- 
mente analizadas. Tiene su propio territorio, sus 
propios súbditos, que no son, a la vez, nacionales 
rusos, posee una administración completa, con la 
excepción de los asuntos exteriores y los relativos 
al mando militar, que comparte con Rusia. Finlan- 
dia sería, por tanto, un Estado si Alejandro 1 
hubiera distinguido plenamente su calidad de Gran 
Príncipe de Finlandia de la de Emperador de Ru- 
sia. No se puede demostrar, empero, que Alejan- 
dro I, cuando «reconoció a la Nación finlandesa los 
derechos de su existencia» Y política, quisiera atri- 
buirse a sí mismo una calidad nueva completa- 
mente separada e independiente de la de Empe- 
rador ruso. 

De la misma manera que ningún acto estatal fi- 
nés declaraba la autonomía de los asuntos exterio- 
res de Finlandia, ni proclamaba su unión con Ru- 
sia que, antes bien, se remonta a 1808 y 1809, 
siendo después reconocida por Suecia dicha incorpo- 
ración, tampoco el Emperador ha llevado a cabo una 
separación entre sus dignidades de Emperador Ruso 
y Gran Príncipe de Finlandia. Es evidente que la 
aceptación de un título especial por un Monarca no 


8 Decreto de 20 de enero/1 de febrero de 1809, que en 
sus palabras iniciales pone de relieve la para siempre inmu- 
table unión de Finlandia con Rusia, SCHYBERGSON, pág. 531. 

% Manifiesto del 15/27 de marzo de 1810, cfr. MECHELIN, 
Staatsrecht, pág. 249. 
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conduce a la creación de una Corona especial. La 
creación del título de Emperatriz de la India para 
la Reina de Gran Bretaña e Irlanda no implica el 
establecimiento de un Estado Indio; como la igual 
posición de Irlanda con Gran Bretaña en el título 
regio tampoco atribuye carácter estatal a esta pro- 
vincia del Estado británico. Además, el Rey de Sue- 
cia ya utilizó el título de Gran Príncipe de Fin- 
landia en la época en que Finlandia tan sólo 
constituía una parte integrante del Estado sueco. 
Muy certeramente afirma Mechelin «que es un de- 
recho del Emperador de Rusia, como Gran Prín- 
cipe de Finlandia, el poder soberano sobre dicho 
país, en virtud de la Constitución vigente» “. Aho- 
ra bien, si existe tal derecho, entonces no hay una 
unión entre dos Estados en la relación ruso-fin- 
landesa. En la unión de Suecia y Noruega no hay 
ningún derecho del Rey de Suecia a ser Rey de 
Notuega, ni la calidad de Rey de Noruega pende 
del derecho del Soberano de otro Estado, sino que 
la persona del Soberano de Suecia-Noruega une, en 
virtud del pacto de unión, dos dignidades reales 
independientes una de otra, en la misma persona 
física. La completa separación de ambas cualida- 
des en el Soberano ruso-finés debiera haber sido 
llevada a cabo a través de un acto expreso del Em- 
perador, porque es de suponer que Alejandro quiso 
acogerse a su declaración, jamás expresamente con- 
tradicha, de que Finlandia se incorporase al Im- 
perio ruso. Solamente después de reconocer ex- 
presamente las especiales instituciones finlandesas, 
éstas se han mantenido e incluso ampliado. Ade- 


4 Staatsrecht, pág 249. 
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más, la Ley Fundamental del Estado ruso esta- 
blece que el trono del Gran Príncipe de Finlandia 
es inseparable del Trono Imperial ruso %, no existe 
una ley finlandesa especial de sucesión al trono 
ni en Finlandia rige un orden de sucesión propio, 
sino ruso. Las modificaciones realizadas en el de- 
recho ruso de sucesión al trono (Ley de Equipara- 
ción de 1820) se introdujeron, mediante una ley 
exclusivamente rusa. No hay ninguna prescripción 
en la Constitución finesa que establezca cuál es la 
dinastía soberana de Finlandia, elemento esencial 
de toda Constitución estatal de tipo monárquico. 
Por tanto, resultan insostenibles, tanto la inter- 
pretación de Mechelin, según la cual Finlandia es 
un Estado soberano, como la de Hermanson “ 


“ Ley Fundamental rusa, artículo 4.: son inseparables del 
Trono Imperial de todas las Rusias el Trono del Reino de 
Polonia y el del Gran Principado de Finlandia (Dareste, Il, 


. 245.). 

pg MECHELIN, Stasisrecht, pág. 261. 

dj HERMANSON, Finlands "statsráttliga peiescpo págs. 62 y ss. 
y 184 y ss, Expone ampliamente, a partir de su profundo 
conocimiento de la polémica engendrada en la literatura jurídi- 
co-pública alemana la tesis de que Finlandia está unida como 
Estado no soberano con el Imperio ruso en una misma entidad 
política (Reich), de modo que el Imperio (Reich) ruso tuviese 
des ser ri como un Estado compuesto. El Imperio 
(Kaisertum) sería el poder dominante, y su Emperador, como 
cabeza de la entidad política (Reich) ejercería el poder soberano 
de la misma. Este poder estatal estaría limitado, sin embargo, 
por el amplio derecho del Gran Principado. Sin embargo, re- 
sulta tan indemostrable la voluntad del Emperador de conver- 
tirse en Gran Príncipe de Finlandia como monarca subordina- 
do, cuya lógica consecuencia sería un Gran Principado no 
soberano con carácter estatal, como la completa separación de 
la cualidad imperial y la cualidad de Gran Príncipe. La in 
terpretación de Hermanson sobre la situación de Finlandia 
respecto de Rusia coincide, empero, con la realidad política 
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para el cual es un Estado no soberano %. De todas 
las figuras aquí discutidas, Finlandia es la que más 
se acerca a un Estado. Para ello le falta solamente 
un poder monárquico autónomo no incorporado a 
otra Corona. Todos los órganos que se ocupan de 
asuntos exclusivamente finlandeses son Órganos de 
Finlandia y no órganos rusos, es decir, además 
de la Asamblea, todas las autoridades de Finlandia, 
excluyendo al Ministro-Secretario de Estado pará 
Finlandia y el Consejo para los asuntos finlandeses 
en San Petersburgo. 

Sobre la relación de la peculiar Constitución fi- 
nesa con el Imperio ruso es preciso puntualizar lo 
siguiente: Todo el proceso de confirmación de la 
Constitución finesa, su ratificación por los sucesi- 
vos soberanos, demuestra que la posición jurídica 
de Finlandia en el Imperio ruso se concibe sola- * 
mente como modificable mediante su consenti- 
miento, pues, en caso contrario, la solemne sanción 
de los derechos fineses y su confirmación en cada 
sucesión al trono carecería de sentido. En este as- 
pecto Finlandia tiene, respecto a Rusia, la misma 
posición que Croacia respecto a Hungría. Si Rusia 
hubiera tenido al tiempo de la incorporación de 


mucho más que las teorías de la soberanía finesa, y llega en la 
práctica a resultados próximos a Sisi interpretación. 

“ También Bornnax, Einseitige Abhángigkeitsverbaltnisse un- 
ter modernen Staaten (Staats- und Volkerrecbtlicbe Abhand- 
lungen), 1, 5, pág. 65, pretende que las relaciones de Finlan- 
dia con Rusia son similares a las de Bulgaria con Turquía. 
Pero aplicar la vieja categoría de la incorporación imperfecta 
es en este caso inmantenible. La incorporación implica la 
pérdida de la condición estatal, y lo que queda de una comuni- 
dad Aena anterior no es, bajo ninguna circunstancia, 
un Estado. 
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Finlandia una constitución escrita, se hubiera in- 
cluido una cláusula sobre el necesario consentimien- 
to de Finlandia para cada modificación de su po- 
sición jurídica respecto a Rusia. Las garantías de 
este derecho específico de Finlandia son, cierta- 
mente, muy escasas, por encontrarse unida a un 
Estado absoluto y muy poderoso. Pero, desde el 
punto de vista legal, cada injerencia arbitraria de 
Rusia en los asuntos fineses puede considerarse 
como violación del derecho. La polémica científica 
en la literatura rusa y finesa se centra hasta ahora 
en la cualidad estatal de Finlandia, que es enérgica- 
mente impugnada por parte rusa. Porque de la 
falta de carácter estatal de Finlandia se deduciría 
el sometimiento de este país a la unilateral voluntad 
rusa en cuanto se refiere a la reforma constitucio- 
nal. Este aspecto muestra el gran significado polí- 
tico del concepto fragmento de Estado desarrollado 
aquí, el cual, como excede a una mera estructura 
provincial, también puede gozar de una esfera jurí- 
dica inderogable, esto es, únicamente modificable 
con su previo consentimiento. Incluso si Finlandia 
no fuera un Estado, mantendría su derecho a la 
inalienable administración de sus propios asuntos. 
Si se discute la posibilidad de tal situación parti- 
cular jurídica de un país, no se trata de una de- 
ducción dogmática como las denunciadas más arri- 
ba, deducción de un concepto de Estado y de 
soberanía, exento de toda adaptación a circunstan- 
cias dadas. 

Una reconiddaadión más profunda revela que 
la competencia inherente a un Estado soberano de 
cambiar su Constitución a voluntad no supone nin- 
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guna excepción en las relaciones del Estado con un 
país semejante. Toda revisión constitucional puede 
realizarse solamente de acuerdo con las formas cons- 
titucionalmente prescritas al efecto, para este caso 
el consentimiento del mismo país. Afirmar, por el 
contrario, que el Estado, en virtud de su soberanía, 
puede deshacerse de estas limitaciones supone caer 
en las viejas teorías absolutistas que identificaban 
la soberanía con la ausencia de limitaciones; negar 
la posibilidad de la autolimitación del Estado y 
confundir así el poder con el Derecho. 


VII 


Como término común a todas las configuracio- 
nes anteriormente tratadas, quiero proponer la ex- 
presión País (Land), que más concuerda con el 
uso dominante del idioma, dado que ya hoy día una 
gran parte de estas formaciones se denominan así. 
Por ejemplo, se habla de los Protectorados y Co- 
lonias como países anejos, se habla de los países 
de la Monarquía austriaca y de los de la Corona 
Húngara. El País sería entonces una forma interme- 
dia entre la provincia y la mancomunidad provincial 
de una parte y el Estado de otra. 

Una comparación de los diferentes aspectos del 
País muestra su capacidad para las más diversas 
modificaciones. Ante todo el número y extensión de 
los elementos estatales del País son sumamente di- 
ferenciados. Pueden aparecer territorios y súbditos 
autónomos solos o en combinación con propios ór- 
ganos estatales del País. Pero tales Órganos estata- 
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les pueden también aparecer sin súbditos autóno- 
mos y sin territorio propio P 

Esos órganos estatales —los órganos de País— 
se pueden limitar a órganos legislativos parlamen- 
tarios especiales. Pero se les pueden añadir 
también un Gobierno especial, un aparato adminis- 
trativo especial, así como una Constitución jurisdic- 
cional especial. El hecho de que tales órganos sean 
órganos del Estado y no de una entidad comunal, 
resulta de que en los aspectos a que aludimos aquí 
llevan a cabo de modo inmediato tareas estatales. 
Los Parlamentos especiales de los países participan 
en la legislación del Estado; su administración se 
establece a través del poder estatal, y funciona por 
su mandato, y en virtud de su autoridad. Por otra 
parte, tampoco son órganos del Estado integral, 
porque sus funciones, a causa de la situación cons- 
titucional, no caen bajo la competencia del Es- 
tado integral. Lo característico de esos órganos del 
País, lo que les diferencia de Órganos de autoadmi- 
nistración, por una parte, y de órganos de un Es- 
tado unitario centralizado por otra, radica en el 
hecho de que todo «Imperium» ejercido en el País 
tiene como condición la actividad conjunta de los 
órganos del País y del poder estatal dominante ”. 


** Un territorio estatal análogo a un territorio de País existe 
donde especiales autoridades territoriales ejercen imperio, co- 
mo en las Colonias británicas arriba mencionadas, y en Croacia 
y Finlandia. Donde por el contrario, solamente existe un 
Parlamento territorial falta un territorio especial, como en 
Alsacia-Lorena, o éste no tiene carácter estatal como en los 
países austriacos que, solamente en su calidad de entidades 

, Son corporaciones territoriales. 

ud También en los territorios americanos, cfr., supra, pág. 284, 

nota. 4. 
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Las Leyes del País se sancionan a través del 
poder estatal; las autoridades del País se estable- 
cen por el poder estatal o por su mandato. La 
voluntad de una entidad comunal dentro de su 
esfera de autonomía le es exclusiva; no es, por 
tanto, voluntad estatal; ella (sola) establece sus 
autoridades; al Estado le incumbe, cuando más, 
un derecho de tutela, y en los casos en que ex- 
cepcionalmente el Estado nombra órganos comu- 
nales, éstos no funcionan por mandato estatal, sino 
en dependencia del Estado. No obstante, todos los 
actos de voluntad referente al País emanan del 
poder estatal, que sanciona las Leyes del País, nom- 
bra directamente los funcionarios a través de sus 
Órganos y ejerce, mediante ellos, los derechos de 
gobierno que le incumben, dictando sentencias en 
nombre del mismo. Lo característico de los países 
dotados de órganos propios consiste en el hecho 
de que necesitan dos especies de órganos públicos 
para el desarrollo de las funciones estatales, mien- 
tras que las funciones de los Municipios pueden 
ser atendidas a través de órganos municipales, ex- 
clusivamente, y las funciones del Estado se atien- 
den exclusivamente a través de Órganos estatales. 
En un País, no obstante, los órganos territoriales 
jamás pueden entrar en acción sin los órganos del 
Estado, y éstos nunca pueden actuar, al menos en 
casos determinados, sin la colaboración de órga- 
nos territoriales. 

Las múltiples modalidades en que puede pre- 
sentarse un País tienen como consecuencia la ca- 
pacidad para las más diversas modificaciones, en 
cuanto a su situación frente al Estado superior. 
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Puede ser, únicamente, objeto de actitvidad esta- 
tal, sin autonomía alguna, y por otra parte puede 
poseer una considerable independencia, análoga a 
la del Estado. Por eso, los países son susceptibles 
de diversas graduaciones, de las cuales quiero re- 
saltar dos: 


1) Con respecto a la existencia o falta de órga- 
nos territoriales especiales, los países se dividen en 
organizados y no organizados. Los países organiza- 
dos presentan varios grados, condicionados por el 
carácter de su Constitución. 

En el grado más bajo se sitúan aquellos países 
cuya constitución no solamente la crea el Estado 
superior, sino que también la modifica él exclusiva- 
mente. Como ejemplo, citamos Alsacia-Lorena, cuya 
Constitución solamente puede ser modificada por 
Ley Imperial. 

Al segundo. grado pertenecen los países a quie- 
nes se concede una participación en las modifica- 
ciones constitucionales de carácter inferior, a tra” 
vés de una Ley especial, mientras que los funda- 
mentos de la Constitución del País solamente pue- 
den cambiarse a través de una Ley del Estado inte- 
gral. Así, por ejemplo, el Parlamento canadiense 
puede cambiar las prescripciones constitucionales 
concernientes al número de Senadores cuya presen- 
cia es necesaria para una sesión decisoria del Se- 
nado, pero no puede abolir la institución del Se- 
nado; para eso se precisaría un acto del Parlamen- 
to británico ”. Apenas hace falta señalar que el de- 


11 Munro, pág. 230. 
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recho para tales modificaciones constitucionales no 
puede dar ningún carácter estatal al País, porque 
la Ley que dicta tales modificaciones no es sola- 
mente un acto de voluntad del País, sino también 
un acto de voluntad del Estado integral ”. 

En el tercer grado se encuentran aquellos Países 
cuya Constitución solamente puede ser modificada 
en sus principios a través de Leyes del País; o 
excepcionalmente a través de Leyes del Estado in- 
tegral si éste último lleva a cabo modificaciones 
constitucionales que afecten a su propia organiza- 
ción y competencia. Ejemplo de este tipo son los 
Países austriacos cuyo Estatuto territorial, por prin- 
cipio, no es modificable a través de Leyes Impe- 
riales. 

Aquí el Imperio solamente puede imponerse li- 
mitando o ampliando el derecho constitucional de 
los Países, en aquellos casos en que realiza modifi- 
caciones de su estructura. Así, el Imperio, a través 
de la reforma constitucional de 21 de diciembre de 
1867, ha ampliado las competencias de legislación 
territorial frente a la Imperial, reservándose ésta 
última única y expresamente los asuntos citados 
en las Leyes Fundamentales del Estado; todos los 
demás se encomiendan a la legislación del País ”. 
Sin embargo, la instauración de elecciones directas 
para el Consejo imperial a través de la Ley de Re- 
forma Constitucional de 2 de abril de 1863, ha pri- 


T Sobre el carácter de estas reformas constitucionales, para 
las cuales la misma Ley Constitucional (británica) contiene la 
autorización, cfr. Dicey, págs. 103 y ss. 

Cfr. la Ley Fundamental sobre la representación imperial 
de 26 de febrero de 1861, $ 11, y las modificaciones de la Ley 
Fundamental de 21 de diciembre de 1867, $ 12. 
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vado a las Cámaras de su tradicional incumbencia 
de envío de representantes propios del Consejo Im- 
perial. Por este motivo los Países austriacos, a 
pesar de no ser Estados, tienen una situación legal 
más favorable frente al Imperio austriaco que los 
Estados alemanes frente al Imperio alemán, por- 
que el Imperio puede abolir, a través de Leyes Im- 
periales, actuando dentro de sus competencias y 
sin obligación alguna de reforma constitucional por 
su parte, todas las prescripciones contrarias de la 
Constitución del Estado en cuestión. La repetición 
frecuente de estos hechos se manifiesta fácilmen- 
te considerando las actividades de la legislación 
Imperial, sobre todo en tiempos de la Confede- 
ración de Alemania del Norte, y en los primeros 
años después de la fundación del Imperio. 

En el cuarto y más alto grado se encuentran 
aquellos países cuya Constitución puede ser modi- 
ficada en cualquier sentido solamente con la apro- 
bación de la representación parlamentaria. Á esta 
categoría pertenecen Sajonia, Coburgo y Gotha, 
y principalmente Croacia y Finlandia, que no pue- 
den sufrir ninguna modificación constitucional sin 
su voluntad expresa, aunque el Estado integral 
realice una modificación constitucional, Esos Paí- 
ses, en sentido jurídico, gozan de una protección 
frente a la voluntad estatal de ampliar sus propias 
competencias, mucho más acusada que la de los 
Estados miembros frente al Estado federal. En 
todo Estado federal és posible la reforma de la 
Constitución federal y con ello la de un Estado 
miembro en contra de la voluntad de una minoría 
de los Estados miembros, mientras que el cambio 
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de la situación legal en tales Países jamás puede 
hacerse sin su consenso. 


2) Según su importancia jurídica y política 
con respecto al Estado superior, hay que distin- 
guir dos formas básicas de País. La primera forma 
es la del País anejo, que tiene una existencia polí- 
tica particular en mayor o menor ámbito, de ma- 
nera que no puede participar en la vida del Estado. 
Este es el caso de todos los Protectorados y Co- 
lonias, a quienes no se otorga ninguna represen- 
tación parlamentaria en el Estado integral, cuya 
administración muestra una gran separación con 
respecto a la del Estado, de tal modo que se pre- 
sentan no como partes integrantes, sino como me- 
ros anejos del Estado; por eso pueden ser desliga- 
dos de nuevo, del Estado, sin afectar a su vida 
interior. 

La otra forma es la del País como miembro in- 
tegrante del Estado. En este caso, el País se in- 
corpora al Estado en mayor o menor medida; for- 
ma una provincia en lo relacionado con los asuntos 
exclusivamente reservados al Estado, provincia 
cuya participación en la vida del Estado es más o 
menos amplia. El País así configurado puede ser 
la base de todo el ser del Estado, de modo que el 
Estado mismo se componga de Países; incluso un 
mismo País puede componerse de partes organi- 
zadas en forma de País. Para este último caso, 
Canadá, hoy día, nos proporciona un ejemplo in- 
teresante. Canadá, según ésto, se compone de Pro- 
vincias, como se llaman de modo oficial, que por 
una parte recibieron su Constitución a través de la 
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Ley Constitucional Británica para Canadá de 1867, 
y por otra, a través de actos parlamentarios cana- 
dienses, para los que se capacitó a la legislatura ca- 
nadiense, a través de Leyes británicas ”, Cada pro- 
vincia tiene un Parlamento provincial; a la cabe- 
za del poder ejecutivo hay un Lieutenant-Governor, 
nombrado por el Gobernador General del «domi- 
nion of Canada» y responsable ante él, secundado 
por un gabinete, que él nombra, y que es respon- 
sable ante la legislatura provincial. El Lieutenant- 
Governor otorga o niega sanción a las Leyes pro- 
vinciales, y da cuenta de las Leyes sancionadas al 
Gobernador General, que puede privarles de vi- 
gencia legal en el plazo de un año, lo que sucede 
en los casos en que la legislatura ha sobrepasado 
sus límites constitucionales. Los Parlamentos pro- 
vinciales tienen el derecho de modificar la Cons- 
titución provincial dentro de los límites de las Le- 
yes imperiales, mientras que el Parlamento cana- 
diense no puede inmiscuirse en las Leyes consti- 
tucionales de la provincia. Las provincias de Ca- 
nadá, por eso, se relacionan con el «dominion of 
Canada» de manera similar a la relación de éste 
con Gran Bretaña; son Países de segundo orden, 
en los que se ejerce el poder estatal británico a 
través del Gobernador General y del Lieutenant- 
Governor, que le está subordinado y que tiene el 
carácter de un funcionario del «dominion of Ca- 
nada». Con respecto al nacimiento del «dominion 
of Canada», de sus cuatro provincias, Ontario y 
Quebec (denominadas, antaño, Canada) Nueva Es- 


* Cfr, sobre lo siguiente, Tobn, págs. 432 y ss., y MUNRO, ca- 
pítulos VITI, X y XX. 
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cocia y Nueva Brunswick y, a causa de la incorpo- 
ración a éstas de otras Colonias, autónomas hasta 
entonces, a través de la Corona Británica, y en vir- 
tud de decisiones coincidentes del Parlamento ca- 
nadiense, y de las legislaturas coloniales respecti- 
vas, el «dominion of Canada», se ha considerado 
frecuentemente una federación. Ningún conocedor 
serio de las condiciones de un Estado federal pue- 
de afirmar que Canadá tenga el carácter de un 
Estado federal, porque carece por completo de la 
naturaleza de Estado, al igual que sus miembros. 
Sin embargo, Canadá es un País federal, un País 
integral, nacido de una Federación de Países, un 
fragmento de Estado, que a su vez se compone 
de fragmentos de Estado. Parecido a Canadá se 
organizaría Australia, si se realizara la proyectada 
Federación de las Colonias australianas de Gran 
Bretaña ”. 

La base de la organización estatal, empero, nos 
la brinda el País de Austria, que se autodenomina 
«Estado de Países» en el lenguaje oficial, es decir, 
Estado de los Reinos y Países representados en el 
Consejo Imperial. Austria ha surgido de la Unión 
de sus territorios en la persona del Monarca, terri- 
torios que originariamente estaban unidos por una 
Unión personal y que a través de la Pragmática 
Sanción se transformaron en una Unión Real. 

A través de la extraordinaria reforma adminis- 
trativa de María Teresa, se unieron los poderes 
supremos de los Países hereditarios alemanes y 
bohemio, autónomos hasta entonces, en sentido 
jurídico, reduciéndose así estos territorios a me- 


15 Cfr., sobre ésta, Tono, págs. 260 y ss. 
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ros fragmentos de Estado, configuraciones que a 
partir de entonces se encuadran en la categoría de 
País. En esta calidad conservaron toda su indivi- 
dualidad histórico-política que se ha reconocido 
expresamente en el importante acto estatal que dio 
origen al título de «Emperador de Austria» *, Des- 
pués de la corta interrupción de 1851 a 1860, pe- 
ríodo en que se intentó frustradamente gobernar 
la actual Austria-Hungría como Estado unitario 
centralizado, el Diploma Imperial de 20 de octu- 
bre de 1860 reconoce de nuevo al País como fun- 
damento del Estado, de modo que el Estado in- 
tegral reciba el carácter de una Federación de Paí- 
ses. También la Constitución centralizadora de 16 
de febrero de 1861, conservó la idea fundamental 
del federalismo, de tal modo que la Cámara Baja 
surgió de la elección de las Cámaras de los Países. 
La reforma constitucional de 21 de diciembre 
de 1867, no sólo no ha modificado nada en este 
punto, sino que ha ampliado las competencias de 
las Cámaras. Ciertamente, la reforma electoral de 
1873 ha instaurado las elecciones directas del Con- 
sejo del Imperio, pero todavía hoy se prescribe la 
elección de los Países de los miembros de la delega- 
ción del Consejo Imperial, que deliberan y deciden 
los asuntos comunes con Hungría, y que son en- 
viados del seno de la Cámara de Diputados. Así se 
presenta Austria, a causa de su desarrollo jurídico- 
público, como «Estado de Países», una forma de 
federalismo que solamente se puede entender des- 


* Patente de 11 de agosto de 1804, $ 3: «... Hemos de- 
cidido ... establecer que todos nuestros Reinos, Principados 
y Provincias conserven para siempre sus títulos, constitucio- 
nes, fueros y relaciones hasta ahora vigentes.» 
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de el punto de vista jurídico-público si se ha in- 
vestigado sobre el hasta ahora desconocido fenó- 
meno del País. Es decir, según la doctrina domi- 
nante, Austria es un Estado unitario descentrali- 
zado que como tal no puede mostrar elementos 
federativos; la visión de Austria como Estado fe- 
deral, por el contrario, es una teoría política que 
no puede deducirse de las instituciones jurídicas 
existentes. Por eso, la lucha política que se des- 
arrolla en Austria, entre Federalismo y Centralis- 
mo, recibe solamente a través de esa interpreta- 
ción un contenido claramente concebible desde el 
punto de vista jurídico-público. La meta de las as- 
piraciones federalistas moderadas es postular una 
intensificación del carácter estatal del País a través 
de la ampliación de competencias de los órganos 
del País, ya existentes, y la creación de otros nue- 
vos; mientras que el federalismo extremo exige 
para varios conjuntos de países el reconocimiento 
como Estado Soberano y así quiere transformar 
la Monarquía no ya en un Estado federal, sino en 
una Confederación de Estados. 


VII 


El fenómeno del País es, exclusivamente, de 
carácter jurídico-estatal; no está capacitado para 
adquirir ningún tipo de existencia jurídico-interna- 
cional. Por eso, cara al exterior, el carácter de los 
elementos estatales del País en el sentido jurídico 
internacional, se considera como propio del Estado 
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dominante. Aquí radica la diferencia esencial entre 
País y Estado dependiente, al cual corresponde, 
o puede corresponderle, una personalidad jurídico- 
internacional limitada. 

La calidad, similar a la del Estado, de un País, 
empero, puede expresarse, cara al exterior, de 
manera indirecta. Una provincia de un Estado des- 
centralizado, dotada de instituciones administrati- 
vas particulares, puede adquirir por medio de unio- 
nes administrativas una posición autónoma como 
territorio de régimen especial. Son miembros de 
la Unión Postal Universal no solamente los Es- 
tados, sino también los varios territorios posta- 
les administrativos autónomos que están represen- 
tados por sus comisarios en las conferencias de 
los Estados miembros de la Unión. En los países 
con Parlamentos territoriales puede incumbirles a 
éstos, además, el derecho de aprobación de concier- 
tos administrativos jurídico-internacionales de la 
comunidad dominante —normalmente concedidos 
sólo al Estado— si caen bajo la competencia de la 
legislación del País ”. Por eso, tales países pueden, 
a través de su Estado, incorporarse a tales concier- 
tos internacionales de manera autónoma ”. 


T Este es el caso de las dietas especiales de Coburgo y 
Gotha. Cfr. Constitución, $ 128. 

% Así, hace poco, Australia del Sur se hizo parte de la 
Convención Literaria entre Gran Bretaña y Austria-Hungría 
de 24 de abril de 1893, a través de una declaración del Go- 
bierno de Gran Bretaña. (Cír., Oesterr. Reichsgesetzblatt, 1895, 
número 15). 

Por el contrario, ha sido rechazado el Contrato Comercial 
entre Gran Bretaña y Paraguay por varias Colonias británi- 
cas. (Cfr. A. Oucken, Handwóorterbuch der Staatswissenschaf- 
ten s. v. Handelsvertráge, MU, pág. 347.) 
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El conocimiento aquí adquirido, del grado in- 
termedio de País, confirma el hecho de que las 
configuraciones políticas como todo lo que está en 
el flujo del acontecer histórico, muestra transicio- 
nes continuas. El pensar conceptual exige, según 
su naturaleza, límites exactos. Sólo puede dar 
cuenta de la plenitud de lo existente si fija tipos 
que se puedan individualizar dentro de ciertos lí- 
mites. Al contrario de los tipos ideales que la doc- 
trina especulativa del Estado de todos los tiempos 
trató de crear como norma de la realidad, el cono- 
cimiento científico de la vida estatal tiene que de- 
ducir de lo dado tipos empíricos medios que pue- 
den ser corregidos en todo momento por conoci- 
mientos progresivos. Un tipo tal es el fragmento 
de Estado que bajo el nombre de País debería en- 
contrar su sitio en la teoría del Estado moderno. 
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